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INTRODUCCIÓN 
 
En su libro “Los derechos en serio” Ronald Dworkin desarrolló la idea de un juez 
erudito con una sagacidad e ingenio más allá de toda capacidad humana; este 
Übermensch de la rama judicial  fue nombrado por Dworkin como el Juez Hércules1.  
Teniendo en cuenta la abstracción de las disposiciones normativas que componen 
una determinada práctica jurídica, la labor del juez Hércules no está exenta de 
complejidades; por el contrario, sus decisiones constituyen conceptos 
controvertidos originados en disposiciones que admiten una pluralidad de 
significados2. De esta manera, Hércules realiza reflexiones filosófico – políticas 
encaminadas a armonizar el entramado de principios que expliquen 
coherentemente la práctica jurídica sometida a su análisis3. Por esta razón, el juez 
no puede ser un autómata que se dedique a ser la boca de la ley; el juez debe 
escudriñar en los principios que cimientan las disposiciones jurídicas positivas.  
En este sentido, Colombia ha visto como el Consejo de Estado ha personificado 
esta metáfora rawlsiana acerca de la labor judicial; particularmente, la 
responsabilidad del Estado por actos terroristas constituye uno de los estadios en 
los que el máximo tribunal de lo contencioso administrativo ha venido desarrollando 
teorías filosófico –políticas con base en los principios de solidaridad e igualdad 
frente a las cargas públicas, sustentos de la práctica de la responsabilidad del 
Estado. A partir de tales principios, el Estado ha sido condenado por actos 
terroristas perpetrados por terceros en los que -aun sin mediar una falla en su 
actuación activa u omisiva- se identifica un riesgo excepcional o un daño especial 
derivado de la existencia de centros operativos de la fuerza pública objeto del 
ataque terrorista.  
                                                             
1 DWORKIN, Ronald, Los derechos en serio, Traducción de GUASTAVINO, Marta, Editorial Ariel, 
España, 2014, pp. 176-177. 
2 Ibídem, pp. 173. 
3 Ibídem, pp. 179.  
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La tendencia objetivizadora de la responsabilidad estatal surgida en virtud del 
fenómeno terrorista, no solo constituye una etapa más sobre la discusión de larga 
data acerca del fundamento del deber estatal de reparar por actos terroristas; ha 
traído consigo una oleada de interrogantes sobre los principios que se encuentran 
en la raíz de la cláusula general de responsabilidad estatal prevista en el artículo 90 
de la Carta Política colombiana; en concreto, ha dado cabida a discusiones en torno 
a la naturaleza misma de la responsabilidad estatal, prueba de lo cual son las 
discordancias en el terreno causal y lo relativo al rol que cumplen los principios de 
solidaridad e igualdad4; así mismo, han tenido lugar interrogantes sobre la 
legitimidad del Consejo de Estado para establecer caminos alternativos a la vía 
legislativamente adoptada para auxiliar a las víctimas del terrorismo5.  
Ahora bien, partiendo de estos cuestionamientos, a lo largo de esta investigación 
intentaremos verificar la hipótesis de que en una sociedad del riesgo la 
responsabilidad del Estado por actos de terrorismo solo puede fundamentarse a 
partir de la falla del servicio; el necesario cumplimiento de los deberes de seguridad 
y protección de la población conlleva una limitación del deber general de compensar 
que excluye la aplicación de regímenes objetivos de responsabilidad.  
Esta postura, es el corolario de una hipótesis secundaria según la cual el articulo 90 
C.P. dota a la responsabilidad patrimonial del Estado de una naturaleza compleja; 
                                                             
4 M'CAUSLAND SANCHEZ, María Cecilia, "Responsabilidad del Estado por daños causados por 
actos violentos de terceros" en “La Filosofía De La Responsabilidad Civil. Estudios Sobre Los 
Fundamentos Filosófico-Jurídicos De La Responsabilidad Civil Extracontractual”, Universidad 
Externado de Colombia, Bogotá, Colombia, 2013. Así mismo, puede consultarse: PIMIENTO E., 
Julián Andrés, Responsabilidad o solidaridad. El fundamento del deber de reparar en el ámbito de la 
responsabilidad extracontractual del Estado, Revista de Derecho Público, No. 36,  Universidad de 
Los Andes, Colombia, enero-junio de 2016. Disponible en: 
https://derechopublico.uniandes.edu.co/components/com_revista/archivos/derechopub/pub575.pdf 
5  WALDRON, Jeremy, “Control de constitucionalidad y legitimidad política”, en Dikaion, 27, 1, 2018, 
pp. 7-28. Disponible en: http://dikaion.unisabana.edu.co/index.php/dikaion/article/view/9023/4777. 
En similar sentido, véase: LANDAU, David, INSTITUCIONES POLÍTICAS Y FUNCIÓN JUDICIAL 
EN DERECHO CONSTITUCIONAL COMPARADO, Revista de Economía Institucional, vol. 13, n.º 
24, primer semestre/2011, pp. 13-83, disponible en: 
https://www.economiainstitucional.com/pdf/No24/dlandau24.pdf ; BERNAL PULIDO, Carlos, 
Derechos fundamentales, juristocracia constitucional e hiperpresidencialismo en América Latina, en: 
BERNAL PULIDO, Carlos, Derechos, cambio constitucional y teoría jurídica: Escritos de Derecho 
constitucional y Teoría del Derecho, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2018.  
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cobijando los principios de justicia correctiva y distributiva. Por esta razón, la 
causalidad de hecho constituye un elemento esencial e imprescindible en la 
responsabilidad del Estado; de ahí que, en el ejercicio de individualización de 
causas – o de imputación- se debe partir de la identificación de una amalgama de 
condiciones necesarias para la producción del resultado dañoso. En este sentido, 
la atribución del deber de reparar por actos terroristas solo puede presentarse 
cuando el ente estatal sea causante material y jurídico del daño; por lo que el auxilio 
prestado a las víctimas del terrorismo se erige en un deber ajeno a la práctica de la 
responsabilidad extracontractual del Estado por desconocer su faceta bilateral.  
Para sentar las bases de tales consideraciones, el presente trabajo se dividirá en 
tres capítulos que parten de la forma como el operador judicial estudia los casos de 
responsabilidad estatal sometidos a su consideración. Siguiendo el aforismo latino  
da mihi factum, dabo tibi ius, en primer orden se deben establecer los linderos del 
fenómeno terrorista (hechos) para después aplicar los elementos de la estructura 
del juicio de responsabilidad estatal: daño antijurídico, imputación fáctica e 
imputación jurídica. Conviene mencionar que, en la búsqueda por determinar quién 
y por qué debe reparar con ocasión de atentados terroristas, el concepto de daño 
antijurídico excede esta finalidad, razón por lo que no será abordado a lo largo del 
escrito.   
Con base en lo expuesto, buscando delimitar el supuesto factico bajo estudio, en el 
primer capítulo del texto se pretende superar la abstracción de la categoría “actos 
violentos de terceros” que ha venido empleando el Consejo de Estado para 
encuadrar los actos terroristas. Para tal fin, menester resulta acudir a un método 
histórico-contextual  encaminado a establecer las particularidades del fenómeno 
terrorista en Colombia que permitan plantear un concepto de acto terrorista.  
Por su parte, una vez delimitado el escenario factico sub examine, en el capítulo 
segundo se acude a  un método filosófico – jurídico para abarcar un concepto 
problemático al interior de la práctica de responsabilidad del Estado, esto es, la idea 
de causalidad.  Para tal fin, se enfatiza  en los fundamentos filosóficos y jurídicos 
que explican la forma cómo es abordada la causalidad por parte del máximo tribunal 
9 
 
contencioso-administrativo. Tomando en consideración las falencias de la posición 
jurisprudencial, en esta parte del texto se pretende defender una alternativa doctrinal 
que estudia la causalidad como un concepto que excluye consideraciones 
normativas; matiz que será de vital importancia al considerar el hecho de tercero 
como medio de defensa estatal por ataques terroristas de terceros. 
Finalmente, en el capítulo tercero se emplea el mismo método del capítulo anterior 
para hacer frente a la enigmática naturaleza de la responsabilidad del Estado y al 
fundamento del deber estatal de reparar. Como se verá, se trata de cuestiones 
íntimamente relacionadas, pues las discusiones sobre la naturaleza de la 
responsabilidad han tenido su origen en los fundamentos que se han dado a los 
regímenes de responsabilidad. La última sección del presente capitulo centra su 
atención en las medidas que legislativamente se han adoptado para paliar los 
perjuicios que han  padecido las víctimas de actos terroristas.  
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CAPÍTULO 1.  Noción de acto terrorista 
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I. El concepto de acto terrorista: ¿simples lineamientos o un 
concepto univoco? 
El frecuente uso entre las gentes de expresiones como “terrorismo”, “terrorista” y 
“acto terrorista”, permitirían pensar que existe un concepto prestablecido  y univoco 
acerca de lo que es un acto terrorista.  
En este sentido, no han sido pocas las labores encaminadas a procurar una serie 
de lineamientos que permitan determinar cuándo se está frente a un acto terrorista; 
principalmente, con el objeto de adoptar un conjunto normativo encaminado a la 
prevención, regulación y sanción de las conductas que admitan dicha calificación. 
De esta manera, en un marco de colaboración entre Estados, la comunidad 
internacional ha creado 19 instrumentos jurídicos destinados a hacer frente a los 
fenómenos terroristas; entre los que destaca el Convenio Internacional para la 
Represión de los Atentados Terroristas cometidos con bombas del año 1997, en el 
cual se consagran aspectos propios a todo acto terrorista como son el propósito de 
causar la muerte o lesiones corporales graves y la finalidad de generar cuantiosas 
pérdidas económicas o destruir significativamente un lugar de uso público, 
instalación pública, red de transporte público o una instalación de infraestructura6. 
A partir del mismo criterio, esto es, el móvil de la acción; el Consejo de seguridad, 
mediante la Resolución 1566 del año 2004, consideró que acto terrorista es aquel 
que tiene como objeto intimidar o provocar temor en la población, obligar a un 
gobierno u organismo internacional a desplegar una conducta o abstenerse de 
hacerlo7.  
Aunado a lo anterior, dada la existencia de un conflicto armado en Colombia,  reviste 
particular importancia el denominado Derecho de la guerra o Derecho Internacional 
Humanitario (DIH). El DIH es la aceptación de una realidad –hasta el momento- 
inevitable: la existencia de guerras u hostilidades entre Estados o al interior de los 
                                                             
6 Artículo 2º, Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas Cometidos con 
Bombas, 1997. Disponible en: https://treaties.un.org/doc/db/Terrorism/spanish-18-9.pdf 
7 Consejo de Seguridad, Resolución 1566 del 8 de octubre de 2004.  Disponible en: 
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2005/3745.pdf 
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mismos; por lo que, inspirado en móviles humanitarios, el DIH se encarga de regular 
la guerra8. Tal regulación se logra a través del Derecho de la Haya en el cual se 
establecen parámetros sobre cómo deben adelantarse las hostilidades, y el 
Derecho de Ginebra que está conformado por los cuatro Convenios de Ginebra y 
los Protocolos adicionales, cuyo objetivo es salvaguardar a las personas que no 
forman parte de las hostilidades o que -siendo combatientes- se hayan fuera de las 
mismas9.  
Ahora bien, en el ordenamiento jurídico nacional, el Código Penal colombiano tipifica 
el terrorismo en el título II sobre delitos contra personas y bienes protegidos por el 
DIH, en tratándose de situaciones presentadas en el marco del conflicto armado10, 
y en el título XII como delito de seguridad pública11; mencionando en ambos tipos 
el propósito de generar zozobra o pánico en la sociedad o en una parte de la misma. 
Sobre lo consagrado en la codificación penal, la Corte Constitucional ha precisado 
que se trata de un tipo abierto al cual se incorporan los tratados y convenios sobre 
la materia que haya suscrito Colombia; precisando que los eventos de actos 
                                                             
8 VELA ORBEGOZO, Bernardo, De la guerra regular a la guerra de guerrillas. Una aproximación 
ética al conflicto armado colombiano, Serie de textos de divulgación No. 14, Defensoría del pueblo, 
Bogotá, 1995. pp. 10 
9 Ibídem, pp. 30-36. 
10  ARTICULO 144- ACTOS DE TERRORISMO: El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto 
armado, realice u ordene llevar a cabo ataques indiscriminados o excesivos o haga objeto a la 
población civil de ataques, represalias, actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea 
aterrorizarla, incurrirá por esa sola conducta en prisión de doscientos cuarenta (240) a cuatrocientos 
cincuenta (450) meses, multa de dos mil seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis (2666.66) 
a cincuenta mil (50,000) salarios mínimos legales mensuales vigentes,  e inhabilitación para el 
ejercicio de derechos y funciones públicas de doscientos cuarenta (240) a trescientos sesenta (360) 
meses. 
11 ARTICULO 343. TERRORISMO. El que provoque o mantenga en estado de zozobra o terror a la 
población o a un sector de ella, mediante actos que pongan en peligro la vida, la integridad física o 
la libertad de las personas o las edificaciones o medios de comunicación, transporte, procesamiento 
o conducción de fluidos o fuerzas motrices, valiéndose de medios capaces de causar estragos, 
incurrirá en prisión de ciento sesenta (160) a doscientos setenta (270) meses y multa de mil 
trescientos treinta y tres punto treinta y tres (1.333.33) a quince mil (15.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, sin perjuicio de la pena que le corresponda por los demás delitos que se 
ocasionen con esta conducta. 
Si el estado de zozobra o terror es provocado mediante llamada telefónica, cinta magnetofónica, 
video, casete o escrito anónimo, la pena será de treinta y dos (32) a noventa (90) meses y la multa 
de ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a setecientos cincuenta (750) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes 
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terroristas suponen la realización de conductas contrarias al Derecho internacional 
de los derechos humanos y al DIH; en cuanto, afectan gravemente la vida, 
integridad personal, dignidad humana y la búsqueda de la paz12. 
Recientemente, la jurisprudencia contenciosa administrativa al fallar casos de 
responsabilidad del Estado por actos terroristas, estableció que cuando el acto 
violento estaba dirigido contra la generalidad con el ánimo de causar zozobra y 
pánico estábamos frente a un acto terrorista; cosa distinta, es que a efectos de 
imputar responsabilidad al Estado fuese determinante que el acto terrorista 
estuviese dirigido contra un personaje simbólico del Estado o contra la sede de una 
entidad del Estado, ya que esto resulta esencial para fundamentar el deber de 
reparar en el régimen del riesgo excepcional o del daño especial. Destaca el máximo 
tribunal de lo contencioso administrativo, el propósito instrumentalizador que tiene 
el actuar terrorista; pues necesariamente supone sembrar el pánico en la población 
civil como mecanismo para presionar entes internacionales o Estatales; 
desestabilizando las instituciones políticas y la existencia del Estado13. 
A la luz de lo expuesto -siguiendo a José Manuel Rodríguez Uribes- puede 
evidenciarse que existe una fuerte inclinación hacia un concepto clásico del acto 
terrorista, según el cual se trata de un acto de violencia encaminado a destruir 
aleatoriamente la vida de personas inocentes en aras de generar temor colectivo14. 
Tal concepción prioriza el aspecto instrumental del fenómeno terrorista que, en tanto 
acto violento, considera a las personas como medio para lograr un estado general 
de zozobra o pánico. Siendo esto así, el accionar terrorista requiere que - como 
                                                             
12 Corte Constitucional, Sentencias C-537 de 2008, M.P. Jaime Córdoba Triviño; C-073 de 2010, 
M.P. Humberto Sierra Porto.  
13 Sobre dicha definición pueden consultarse las siguientes sentencias: Consejo de Estado, Sección 
Tercera,  8 de junio de 2011, C.P. Gladys Agudelo Ordoñez, Exp. 19584;  Consejo de Estado, 
Sección Tercera, Subsección A,  15 de marzo de 2017, C.P. Hernán Andrade Rincón, Exp. 49357; 
Consejo de Estado, Sección Tercera, 23 de mayo de 2018, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo, Exp. 
41345; Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, 18 de agosto de 2018, Exp. Stella Conto 
Díaz del Castillo, Exp. 37719.  
14 Definición de WALZER, MICHAEL, citado por: RODRÍGUEZ URIBES, José Manuel,  Sobre el 
terrorismo y sus víctimas, Derechos y Libertades Número 27, Época II, junio 2012, pp. 245. 
Disponible en:   
https://docs.google.com/viewerng/viewer?url=https://e-
archivo.uc3m.es/bitstream/handle/10016/19586/DyL-2012-27-rodriguez.pdf 
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elemento necesario de la definición- el objetivo sea imponerse por sobre otros 
actores criminales o desestabilizar la institucionalidad estatal.15  
 
II. El fenómeno terrorista en Colombia: Delimitación del concepto a 
partir del caso colombiano 
 
A. Contexto del conflicto interno colombiano: Los actores de la guerra irregular 
en Colombia 
El conflicto armado más reciente que se ha presentado en Colombia tuvo su 
comienzo en los años 50´s por razones de corte político y económico; 
concretamente, violencias de índole ideológico- partidista y una fallida reforma 
agraria sirvieron de caldo de cultivo para la formación de guerrillas campesinas16 
que en 1965 darían lugar a la guerrilla de las FARC, el Ejército de Liberación 
Nacional (ELN), el Movimiento 19 de Abril (M-19), el Ejército Popular de Liberación 
(EPL), la Autodefensa Obrera (ADO), el grupo Ricardo Franco y el grupo guerrillero 
indígena Quintín Lame17. 
Paralelamente, durante las décadas de 1960 y 1970 empiezan a surgir grupos 
paramilitares para brindar protección a los grandes terratenientes de la época; 
fenómeno que tiene como uno de sus antecedentes normativos al Decreto 
legislativo 3398 proferido en 1965 por Guillermo León Valencia18. El paramilitarismo 
vive uno de sus auges cuando, en compadrazgo con bandas del narcotráfico y 
                                                             
15RODRÍGUEZ URIBES, José Manuel,  Sobre el terrorismo y sus víctimas, Derechos y Libertades 
Número 27, Época II, junio 2012,  pp. 243-247. Disponible en: 
https://docs.google.com/viewerng/viewer?url=https://e-
archivo.uc3m.es/bitstream/handle/10016/19586/DyL-2012-27-rodriguez.pdf 
16 VELA ORBEGOZO, Bernardo, El poder, la guerra y las instituciones: un análisis de las reformas 
de la Constitución en Colombia, Revista Diálogos de Saberes No. 47, Universidad Libre, Bogotá, 
Julio-Diciembre de 2017. pp. 133-134. Disponible en: https://doi. org/10.18041/0124-
0021/dialogos.47.2017.1699  
17 CIDH, Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia. 
OEA/Ser.L/V/II.102 Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999, Cap. I, párr. 13. Disponible en: 
http://www.cidh.org/countryrep/Colom99sp/indice.htm 
18 OTTY PATIÑO, “Mirada a las Autodefensas”, El TIEMPO,  19 de enero de 2003. Disponible en: 
https://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-968804 
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agentes estatales, se crean nuevos grupos para combatir los secuestros extorsivos, 
destacando el denominado M.A.S. (Muerte a secuestradores). Empero, culminando 
la década de 1980; principalmente bajo el gobierno de Virgilio Barco, se 
deslegitiman las prácticas de estos grupos19; a la par que se suscita un proceso de 
agrupamiento paramilitar inicialmente con “Los Tangueros” o “Los Magníficos” 
(1987-1993), pasando por las ACCU (Autodefensas Campesinas de Córdoba y 
Urabá)  en los años 1993 y 1997; proceso que desencadenaría en el origen de las  
AUC (Autodefensas Unidas de Colombia)20. 
La proliferación de actores armados, conduce a que para finales del siglo XX el 
conflicto colombiano revistiera una mayor complejidad21; destacando las guerrillas 
de las FARC-EP, el ELN y el grupo paramilitar conocido como las AUC 
(Autodefensas Unidas de Colombia). 
Con el inicio del presente siglo, se presentaron intentos encaminados a poner fin al 
conflicto armado colombiano, lo cual condujo a las negociaciones de 
desmovilización con las AUC  y el posterior  Acuerdo de Santa Fe de Ralito el 15 de 
julio de 2003; concertando la desmovilización total de las fuerzas de las AUC. 
Posteriormente, en el año 2016, tuvo lugar un fenómeno análogo mediante el cual 
las FARC-EP y el gobierno nacional acordaron la terminación definitiva del conflicto 
con esta guerrilla. 
 
 
B.  El  terrorismo: modus operandi de los principales actores armados en 
Colombia 
La pluralidad de actores armados en el conflicto colombiano supuso a su vez una 
multiplicidad de estrategias para conseguir los fines que cada grupo armado 
                                                             
19 CIDH, Op. Cit., párr.  17-23.  
20 PEDRAZA SARAVIA, Hernán, “Geopolítica de la estrategia paramilitar”, Corporación Nuevo Arco 
Iris, 20 de octubre de 2015. Disponible en: https://www.arcoiris.com.co/2015/10/geopolitica-de-la-
estrategia-paramilitar/ 
21 VELA ORBEGOZO, Op. Cit., pp. 136.  
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perseguía; dichos grupos no emplearon las mismas formas de violencia, por esto 
es que los actos de terrorismo fueron ejecutados de forma prevalente –mas no 
exclusiva-  por las guerrillas; de esta manera, durante el lapso temporal que va 
desde 1958 hasta 2018 se presentaron 238 actos terroristas, de los cuales, 173 
fueron atribuidos a las guerrillas22. Dentro de los grupos guerrilleros, el que más 
impacto y fortaleza militar tuvo fue la guerrilla de las FARC- EP; de ahí que, estudiar 
su desarrollo estratégico permitirá establecer lineamientos importantes del 
fenómeno terrorista en Colombia. En este sentido, el periodo transcurrido entre 1965 
y 1974 fue una época de creación y consolidación de dicho grupo armado; siendo 
adoptada una postura militar defensiva respecto del Estado23. Fueron la séptima y 
octava conferencia de las FARC- EP los eventos en los que esta guerrilla estableció 
un “plan estratégico para la toma del poder” y aumentar su pie de fuerza24; 
conduciendo a que entre 1996 y 2004 el terrorismo haya sido una gran herramienta 
para desestabilizar las instituciones del Estado, generar sensación de inseguridad 
y terror en la sociedad colombiana; prueba de lo cual fueron los 65 actos de 
terrorismo que se presentaron en ese lapso de tiempo.25 Esta tendencia terrorista 
fue decreciendo a partir de 2002  por la fuerte ofensiva militar del gobierno Uribe- 
que sacó a la guerrilla de centros de producción y comercialización - y por el acuerdo 
de paz firmado durante el gobierno del ex presidente Juan Manuel Santos26.  
En contrapartida, los grupos paramilitares no hicieron de los atentados terroristas 
una práctica importante en su accionar; objetivos como destruir “bases sociales 
                                                             
22 CNMH, Bases de datos, Observatorio de Memoria y Conflicto. Fecha de corte: 15/09/2018. 
Disponible en: http://centrodememoriahistorica.gov.co/observatorio/wp-
content/uploads/2018/08/AtentadosT_15-09-18.pdf 
23 LLANOS OSORIO, Emil, Diez conferencias que marcan la historia de las Farc, Periódico El Punto, 
7 septiembre 2016. Disponible en: http://www.periodicoelpunto.com/2016/09/07/diez-conferencias-
que-marcan-la-historia-de-las-farc/#.XIab7YhKjIU. Así mismo, véase: AVILA, Ariel, El evento más 
importante de las Farc, El País, 19 septiembre 2016. Disponible en: 
https://elpais.com/internacional/2016/09/19/actualidad/1474295924_982231.html 
24 Ibídem.  
25  GMH, ¡BASTA YA! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Bogotá: Imprenta Nacional, 2013,  
pp. 101-104. Disponible en: 
http://www.centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2013/bastaYa/basta-ya-colombia-
memorias-de-guerra-y-dignidad-2016.pdf  
26 Ibídem, pp. 104 
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guerrilleras” y la homogeneización política, los hicieron adoptar como formas de 
violencia más frecuentes los homicidios selectivos, masacres, torturas y los 
desplazamientos forzados27.  
 
C.  Concepto contextual de acto terrorista.  
La multiplicidad de repertorios empleados por los grupos armados, conlleva que la 
noción de acto terrorista planteada en la primera parte de este capítulo sea 
esencialmente vaga; resultando problemático identificar qué supuestos de hecho 
encuadran dentro de esta definición28. Como se ha dicho, el repertorio de formas de 
violencia empleado por los actores armados del conflicto ha sido variado,  motivo 
por el que definir al acto terrorista como todo acto violento encaminado a generar 
zozobra o pánico en la colectividad resulta demasiado amplio, habida cuenta de que 
dentro de las modalidades de violencia empleadas por las guerrillas y grupos 
paramilitares son varios los casos que podrían encajar en la definición de acto 
terrorista; v. gr. los ataques a poblados, las incursiones armadas y – más 
claramente- las detonaciones de artefactos explosivos en zonas de población civil. 
La indeterminación del concepto  ha llevado a que la jurisprudencia del Consejo de 
Estado ideara la categoría de “actos violentos de terceros” en la que se han 
subsumido los supuestos de tomas guerrilleras29, enfrentamientos armados30, 
                                                             
27 Ibídem, pp. 158-175. También puede verse la entrevista a Carlos Castaño por CASTRO 
CAYCEDO, Germán, En Secreto, Editorial Planeta, 1996, p. 157. De la entrevista a Carlos Castaño. 
28 BERNAL PULIDO, Carlos, El principio de proporcionalidad y los derechos fundamentales: El 
principio de proporcionalidad como criterio para determinar el contenido de los derechos 
fundamentales vinculante para el legislador, 4ª ed., Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 
2014, pp. 132. 
29 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 5 julio de 1991, C.P. Daniel Suarez Hernández, 
Exp. 6014;  Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, Sentencia 15 de marzo de 2017, 
C.P. Hernán Andrade Rincón, Exp. 49357. 
30 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 4 de diciembre de 2006, C.P. Mauricio Fajardo 
Gómez, Exp. 21515. 
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incursiones armadas31 y las detonaciones de artefactos explosivos32. No obstante, 
el Consejo de Estado desconoce las particularidades de cada tipología de violencia 
cuando las homogeniza bajo el ropaje de actos terroristas; como ejemplo cabe 
mencionar el caso de una masacre perpetrada por grupos paramilitares en la que, 
para establecer la responsabilidad del Estado, se dijo:  
“Por lo tanto, los daños sufridos por las víctimas de actos terroristas cometidos por 
terceros son imputables al Estado cuando en la producción del hecho intervino la 
administración, a través de una acción u omisión constitutivas de falla del servicio, 
como en los eventos en los cuales el hecho se produce con la complicidad de 
miembros activos del Estado, o la persona contra quien iba dirigido el acto había 
solicitado protección a las autoridades y éstas no se la brindaron, o porque en razón 
de las especiales circunstancias que se vivían en el momento, el hecho era 
previsible y no se realizó ninguna actuación dirigida a evitar o enfrentar 
eficientemente el ataque”. [Cursivas fuera de texto]33. 
Lo anterior, hace imperioso plantear criterios de hecho para individualizar el 
fenómeno terrorista,  siendo menester considerar el accionar de los grupos armados 
y su estrategia; es así como, en el conflicto colombiano podemos encontrar tres 
supuestos agrupadores de las diferentes modalidades de violencia, estas son: las 
acciones bélicas, los ataques a la población civil y las afectaciones a la población 
civil34. El primer caso, comprende situaciones de guerra legítimas que se presentan 
                                                             
31 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 19 de abril de 2012, C.P. Hernán Andrade Rincón, 
Exp. 21515. 
32 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 14 de julio 2004, C.P. Alier Eduardo Hernández 
Enríquez,  Exp. 14592; Consejo de Estado, Sección tercera, subsección B, Sentencia 18 de agosto 
2018, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo, Exp.  37719; Consejo de Estado, Sección Tercera, 
Sentencia 28 de junio 2006, Exp. 16630; Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 23 de 
septiembre 1994, C.P. Julio Cesar Uribe Acosta, Exp. 8577; Consejo de Estado, Sección Tercera, 
Sentencia 30 de junio 2008, C.P. Enrique Gil Botero, Exp. 17206; Consejo de Estado, Sección 
Tercera, Sentencia 10 de agosto 2000, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez,  Exp.11585; 
Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 9 de junio 2010, C.P. Ruth Stella Correa, Exp. 
18536. 
33 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia 26 de noviembre de 2018, C.P. 
Jaime Enrique Rodríguez Navas, Exp. 42090. 
34 CNMH, Bases de datos, Anexo 3. Marco conceptual,  Observatorio de Memoria y Conflicto, pp. 1-
2. Fecha de corte: 15/09/2018. Disponible en: 
http://centrodememoriahistorica.gov.co/observatorio/wp-content/uploads/2016/09/Marco-
Conceptual-Observatorio-de-Memoria-y-Conflicto-1.pdf 
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entre los actores del conflicto, por ejemplo los ataques a objetivos militares. Con 
respecto a los ataques a la población civil, se trata de acciones ilegitimas a la luz 
del Derecho de la guerra, como el caso de realizar ataques indiscriminados contra 
la población civil. Finalmente, están situaciones intermedias que pese a no tener 
como objeto dañar a la población civil, en virtud de la naturaleza de las armas 
usadas o- en general-  de hacer empleo desproporcionado de la fuerza, se producen 
daños a la población civil en su vida, bienes o libertades35.  
Con base en lo antedicho, las tomas guerrilleras, los enfrentamientos armados,  las 
incursiones armadas y detonaciones de artefactos explosivos que afectan personas 
o bienes civiles, encuadran como ataques contra la población civil o –
eventualmente- como afectaciones a la población civil. Pese a lo antedicho, no todos 
estos casos pueden ser considerados como actos violentos terroristas ya que 
constituyen dos tipos  diferentes de acciones violentas. Es así como, las tomas 
guerrilleras, los enfrentamientos armados y las incursiones armadas se califican 
como ataques a poblados, pues consisten en incursiones armadas que conllevan 
una ocupación territorial transitoria o  en acciones desplegadas para destruir 
objetivos militares que se hallan en los cascos urbanos36; por su parte, las 
detonaciones de artefactos explosivos que afectan personas o bienes civiles sí 
admiten ser calificadas como actos terroristas por tratarse de ataques 
indiscriminados con explosivos que están encaminados a provocar pánico o 
zozobra en la colectividad37. 
Siendo esto así, el ámbito del estudio que se va a adelantar en los siguientes 
capítulos se limita a los ataques indiscriminados que afecten a personas o bienes 
civiles, mediante el empleo de explosivos para causar zozobra o pánico en la 
colectividad.  
 
                                                             
35 Ibídem.  
36 Ibídem,  pp. 5. 
37 GMH, Op. Cit., pp. 101-104.  
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PREMISA 
El artículo 90 de la Constitución Política de Colombia consagró que: “El Estado 
responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 
causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”. Tal enunciado 
constitucional se erige en faro que ilumina cualquier estudio de la responsabilidad 
patrimonial del Estado. Acorde con tal disposición constitucional, la estructura 
normativa de la responsabilidad del Estado prevé que cuando las autoridades 
públicas sean consideradas como responsables por causar daños antijurídicos a los 
particulares, en virtud del incumplimiento del deber de no dañar; surgirá un deber 
correlativo de reparar los perjuicios derivados de su conducta.38 De tal manera que, 
un aspecto esencial del Derecho de daños es la idea de causalidad, pues dentro de 
sus varias funciones la causalidad tiene una función atributiva que permite 
determinar quién - y hasta dónde- está obligado a reparar los perjuicios padecidos 
por la víctima39. Motivo por el que cualquier argumento o teoría empleada en el 
marco del juicio de responsabilidad de la administración pública, debe partir de 
considerar la causalidad como un elemento necesario –más no suficiente- para la 
declaratoria de responsabilidad estatal o para su exoneración.  
Empero, este elemento se ha presentado como una idea discutida y problemática 
durante el devenir histórico de la humanidad; principalmente, en campos del saber 
como la física y la filosofía; realidad que torna inevitable tener en consideración los 
debates que en tales áreas se han suscitado. 
A partir de esta lógica problemática de la causalidad, en la primera parte de la 
argumentación se hará una breve referencia al desarrollo filosófico que ha tenido la 
causalidad. Esta mención resulta imperiosa habida cuenta la moderna 
estructuración de los fallos judiciales en torno al presupuesto causal; en concreto, 
                                                             
38 BERNAL PULIDO, Carlos, “¿Es el Derecho de daños una práctica de justicia correctiva?” en 
PAPAYANNIS, Diego M., “Derecho de daños, principios morales y justicia social”, Marcial Pons, 
Madrid, 2013, pp. 86-91. 
39 HONORE, Anthony, “La causalidad en el Derecho”, en FABRA ZAMORA, Jorge Luis y 
RODRÍGUEZ BLANCO, Verónica , “Enciclopedia de filosofía y teoría del Derecho, Volumen 2”, 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2015, pp. 1479-
1481. Disponible en: https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/8/3796/21.pdf 
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lo relativo al modelo bipartita del análisis causal, el estudio de la omisión y el empleo 
de los criterios normativos de la imputación objetiva, evidencian un trasfondo 
filosófico con profundas consecuencias en el sentido de las decisiones judiciales 
adoptadas por el Consejo de Estado. Con posterioridad, se esbozará el estado del 
arte en la jurisprudencia colombiana, haciendo especial énfasis en la imputación 
fáctica. Para finalizar, se planteará la postura personal del autor respecto a la forma 
cómo debe ser abordada la problemática causal en el estadio de la responsabilidad 
estatal; empresa en la cual se abordará la causalidad de hecho y, por otra parte,  el 
criterio normativo de adecuación que compone la labor de selección de causas que 
se surte en la imputación.  
 
I. La causalidad: un problema filosófico 
La causalidad ha sido un tema ampliamente abordado por los filósofos, las 
disquisiciones sobre su naturaleza se remontan a tiempos pre-aristotélicos y se han 
prolongado hasta nuestros tiempos. Por esta razón, el presente estudio no tiene la 
pretensión de abarcar cada una de las teorías desarrolladas en torno al problema 
causal. Hecha tal advertencia, a continuación se hará mención de algunas teorías 
que se han planteado desde la Antigua Grecia  hasta el siglo XIX.  
 
A.  La causalidad aristotélica 
Aristóteles le dio un lugar primordial a la causalidad, su doctrina parte de la 
existencia de un mundo que inicialmente se halla estático y que es puesto en  acción 
o cambio en virtud de los principios: causa material, causa formal, causa eficiente y 
causa final.  
Respecto a las dos primeras causas, es importante subrayar que para Aristóteles la 
causalidad está íntimamente ligada a la permanencia y el cambio, dos elementos 
cruciales para la teoría; la permanencia es una cualidad de la materia. La materia 
constituye los objetos y sujetos del mundo, y permanece aún después de la 
destrucción de los objetos o la muerte de los sujetos; la materia sobrevive a los 
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accidentes que le dan forma. El cambio o movimiento está conectado con la forma; 
según Aristóteles, la forma nos permite dotar de individualidad las cosas y concebir 
sus relaciones a partir del cambio; las relaciones (cualquier tipo de relación: 
sociales, amorosas, de negocios) por sus mismas dinámicas suscitan  
transformaciones de la realidad, de los entes y de las relaciones mismas. Así tiene 
lugar el cambio en la manera de ser, de pensar, de decir, amar, relacionarse40.  
Toda entidad de la realidad está compuesta por dos elementos, materia y forma. La 
materia, en cuanto substancia, tiene un conjunto de propiedades que la hacen ser 
lo que es:  
[…] tiene una determinada cantidad de materia; una determinada figura; un 
determinado movimiento; una determinada actividad; reside en un determinado lugar 
del espacio; en un determinado tiempo; en una determinada relación, con otros 
cuerpos materiales; en una determinada interacción de causa-efecto […]. Todas estas 
propiedades de la substancia material la constituyen y la circunscriben: en una 
“determinada forma” o modo de ser41. 
La causa eficiente está íntimamente ligada a las causas material y formal; la 
eficiencia de esta causa requiere que todo ente esté dotado de substancia e 
individualidad, cualidades que le permitirán interactuar con otros cuerpos.  
Según este pensamiento, la causa eficiente es de carácter extrínseco al ente en sí 
mismo y ejerce el rol del mando que recae sobre todos los cuerpos, en virtud de ser 
causa motriz o principio del movimiento.42 Gracias a la causa eficiente, los cuerpos 
se relacionan e interactúan entre sí; relacionamiento que produce cambios en la 
esencia de estos, afectándolos estructural y funcionalmente. Sin embargo, los 
cambios son posibles gracias a que la materia o substancia es susceptible de sufrir 
mutaciones; es decir que la causa eficiente funciona porque la materia es 
                                                             
40Comparar, LÓPEZ VALDIVIA Obdulio. Determinismo físico y casualidad. Instituto Mexicano de 
Normalización. México, 1997. pp. 262-263. 
41 Ibídem, pp. 34. 
42 ACEDO MORENO, Luz I., La teoría de la causalidad aristotélica: una aportación a la biología 
contemporánea, Revista Eikasia No. 54, 2014, pp. 21-22. Disponible en: 
http://www.revistadefilosofia.org/54-01.pdf 
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transformable, o como dice Aristóteles, permanece en potencia de pasar al acto “La 
potencia y el acto, en términos físico-metafísicos de implicación universal, integran 
el ser y todo género de ser; pues todos los seres están en capacidad de actuar, al 
mismo tiempo que de recibir nuevas aportaciones de ser”43.  
La causa final es la causa de todas las causas, aquello hacia lo cual todo está 
orientado; es primordial en la producción de un efecto determinado y no otro, pues 
solo a ese efecto tiende el agente. La causa final “(…) es la verdadera causa de la 
realidad natural, por cuanto sin esta nada se movería, ya que todo lo que se mueve, 
se mueve hacia algo o por alguna razón”44.  
Finalmente, para Aristóteles no todas las conexiones tienen el carácter de ser 
causales; solo aquellas conexiones en las que se hallan presentes las causas 
referidas admiten dicho calificativo, dejando el “azar” como una de las conexiones 
no causales.45 
B. John Locke: el optimista de la causalidad 
El pensador inglés desarrolló sus planteamientos sobre la causalidad en libro II del 
Ensayo sobre el entendimiento humano, defendiendo una visión optimista de la 
causalidad46, afirmando que el origen de las ideas de causa y efecto se encontraba 
en los sentidos y, a partir de estos, relacionamos causalmente dos sucesos47. 
Para Locke  la causa  se define como lo que hace que una cosa sea, en tanto, el 
efecto, es considerado como aquello que debe su origen a otra cosa48.  
                                                             
43LÓPEZ VALDIVIA, Op. Cit., pp. 266. 
44Acedo Moreno, Luz I., Op. Cit., pp. 22-23.  
45BUNGE, Mario, Causalidad: El principio de causalidad en la ciencia moderna, Traducida por 
RODRÍGUEZ, Hernán, Editorial Universitaria de Buenos Aires, Argentina, 1965, pp. 43-45. 
46 BERNAL PULIDO, Carlos, La causalidad en Filosofía y en Derecho, Ámbito Jurídico, 2014. 
Disponible en: https://www.ambitojuridico.com/noticias/educacion-y-cultura/la-causalidad-en-
filosofia-y-en-derecho 
 
47 MOTA PINTO, Silvio, Una interpretación no‐regularista de la causalidad humeana, Revista Eikasia 
No. 43, 2012, pp. 152-151. Disponible en: http://www.revistadefilosofia.org/43-12.pdf 
48 LOCKE, Jhon, Ensayo sobre el entendimiento humano, Libro II, Capitulo XXVI. Disponible en:  
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En última instancia, la idea de causalidad de Locke tiene importancia para el 
Derecho pues, tal como señala Bernal Pulido, esta postura seria fundamento de la 
distinción entre la causalidad  e imputación49.  
C. David Hume: padre del regularismo causal 
David Hume es un filósofo escocés del siglo XVIII, y uno los pensadores más 
importantes del empirismo británico; junto a Locke y Berkeley hicieron parte de una 
corriente filosófica antagónica al racionalismo continental del siglo XVII. Para Hume 
lo que experimentamos a través de nuestros sentidos es esencial en la búsqueda y 
obtención de conocimiento; la causalidad es una construcción del entendimiento a 
partir de la experiencia, y el conocimiento de las causas no es más que el producto 
de la regularidad de las prácticas vitales. Desde esta perspectiva, la adecuada 
comprensión de la mecánica del entendimiento humano será primordial para la 
teoría del conocimiento y la regulación de vida práctica.  
El estudio del entendimiento lleva el análisis a la pregunta sobre la causalidad, 
¿dónde se halla el germen de las ideas? Para Hume, la percepción se divide en 
impresiones e ideas,  según el vigor con el que estas calen en el pensamiento y 
razonamiento humano. Las impresiones calan de forma más potente y vigorosa, en 
razón de que afectan directamente a los sentidos. Las ideas son precedidas por lo 
que percibimos, esto es, que toda idea está antecedida por una impresión, “(…) toda 
idea es copia de alguna impresión o sentimiento precedente, y donde no podemos 
encontrar impresión alguna podemos estar seguros que no hay idea”50. 
                                                             
https://blocs.xtec.cat/filocostaillobera/files/2009/03/Locke_John-
Ensayo_sobre_el_entendimiento_humano.pdf 
 
49 BERNAL PULIDO, Carlos, La causalidad en Filosofía y en Derecho, Ámbito Jurídico, 2014. 
Disponible en: https://www.ambitojuridico.com/noticias/educacion-y-cultura/la-causalidad-en-
filosofia-y-en-derecho 
50 HUME, David, Investigación sobre el conocimiento humano, Traducción de Jaime de Salas 
Ortueta, Editorial Alianza, 2005,  pp. 96.  
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Sin embargo, para el filósofo escocés el análisis de la causalidad bajo la óptica 
exclusiva de la experiencia conduce a un callejón sin salida. Hume plantea el 
problema de la causalidad desde una perspectiva bidimensional. 
En la dimensión empírica, la causalidad se observa en la conjunción permanente de 
sucesos contiguos ordenados en el tiempo. Existen tres elementos que se hallan 
presentes en una relación causal: primero, contigüidad espacio–temporal, que 
significa proximidad del objeto que sirve de causa y del efecto correspondiente; 
segundo, la causa antecede al efecto; y tercero, conjunción constante entre los 
sucesos respectivos. 
Pero la dimensión empírica proporciona un concepto fragmentado e insuficiente de 
la causalidad. El callejón sin salida en que había dejado John Locke la teoría        –
para quien el conocimiento de la causalidad es a posteriori, es decir que la fuente 
exclusiva de la idea de causalidad es la observación y, por consiguiente, la 
causalidad es una secuencia de sucesos ordenados temporalmente–, Hume 
consigue superarlo mediante un elemento novedoso que explicaba el tránsito de la 
experiencia empírica al conocimiento de las ideas; según el filósofo, la conexión de 
las experiencias presentes, pasadas y futuras requiere de un elemento adicional, el 
principio de inferencia.51 
La dimensión teórica de la causalidad en la filosofía de Hume, es producto de la 
capacidad humana –mediante la imaginación– de formular inferencias que permiten 
establecer relaciones entre sucesos observados. El principio de inferencia permite 
proyectar la observación empírica a eventos no observados: ‘ 
 Hume propone que tal mecanismo inferencial es una especie de hábito o disposición 
de la imaginación, la cual toma como punto de partida la creencia en la verdad de las 
regularidades observadas y produce como resultado la creencia en la verdad de la 
proyección de tales regularidades sobre los casos no observados52. 
                                                             
51 MOTA PINTO, Op. Cit., pp. 149-166.  
52 Ibídem.  
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Hume abandonó la idea de “conexión necesaria”, considerada hasta entonces 
principio fundamental de la causalidad; creía que carecía de soporte empírico, 
puesto que los sentidos que perciben las relaciones entre sucesos no pueden 
advertir el artificio de la conexión necesaria. En el replanteamiento de las 
conexiones absolutas el  principio de inferencia juega un rol central,  le permitiría 
establecer conjunciones constantes de sucesos naturales sin recurrir a supuestos 
principios.53 
En últimas, las fuertes críticas del pensamiento humeano sobre la causalidad, 
constituyen el denominado escepticismo causal que, en el plano jurídico, repercuten 
en la imposibilidad de distinguir entre causalidad e imputación54. 
 
D. Immanuel Kant: causalidad como categoría a priori del conocimiento 
El pensamiento kantiano en torno al problema de la causalidad evidencia un tránsito 
del realismo objetivo al denominado idealismo subjetivo; Kant se opondría a los 
postulados sobre la causalidad desarrollados por Aristóteles y David Hume. 
Para el filósofo alemán el conocimiento humano va más allá de la simple 
experiencia; aun cuando tiene su origen en la experiencia, el conocimiento (desde 
la simple producción de la palabra tasa hasta los conceptos de la ciencia) es 
producto de juicios sintéticos a priori, es decir, juicios que trascienden la dimensión 
de lo perceptible por los sentidos y que se producen en una dimensión trascendental 
que opera la síntesis de los datos de la experiencia sensible y los conceptos del 
entendimiento. Los juicios sintéticos a priori parten de la experiencia pero se 
producen en el entendimiento, gracias a una síntesis trascendental de la razón.55 
                                                             
53BÁRCENA ZUBIETA, Rogelio Arturo, Tesis Doctoral: La Causalidad En El Derecho De Daños, 
Universidad de Girona, 2012, pp. 19-20. Disponible en: https://dugi-
doc.udg.edu/bitstream/handle/10256/7633/trabz.pdf?sequence=5 
54 BERNAL PULIDO, Carlos, La causalidad en Filosofía y en Derecho, Ámbito Jurídico, 2014. 
Disponible en: https://www.ambitojuridico.com/noticias/educacion-y-cultura/la-causalidad-en-
filosofia-y-en-derecho 
55 LÓPEZ VALDIVIA, Op. Cit., pp. 32-36. 
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E. John Stuart Mill: de vuelta al regularismo 
El filósofo inglés, desarrolló el estudio de la ley de causalidad a partir del principio 
de inferencia, en tanto mecanismo a través del cual las personas adquirían nuevos 
conocimientos con base en hechos o verdades precedentes. 
Hay que señalar en todo caso que esta forma de razonamiento puede presentarse 
de dos maneras, a saber: la deducción y la inducción. Con respecto a la primera, 
esta consiste en derivar verdades o hechos de orden particular a partir de hechos 
que tengan una mayor abstracción, motivo por el cual, para el filósofo británico, la 
deducción no supone un razonamiento verdaderamente fundado sobre la inferencia, 
ya que no permite conocer verdades distintas a las ya comprendidas dentro del 
postulado general que sirve de insumo para desarrollar el proceso deductivo. Por 
su parte, el método inductivo de razonamiento sí constituye una inferencia legítima 
en cuanto permite generalizar postulados de carácter particular, accediendo, de 
esta forma, a hechos o verdades desconocidas56.  
De esta manera, para Mill el escenario inductivo es aquel en el cual se presenta la 
causalidad, pues: “La ley de la causalidad es el pilar de la ciencia inductiva, es una 
ley encontrada por la observación de la inviolabilidad de sucesión entre un hecho 
natural y algún otro hecho que le ha precedido”57.  
Tal relación entre la inferencia y la causalidad, se ve reflejada en un aspecto 
connatural a los seres humanos, como es la tendencia a generalizar ciertos hechos 
o situaciones que percibimos por nuestros sentidos, cuando tales hechos se 
presentan de forma regular y sin un evento que los contraríe. 
                                                             
56   LEÓN MIRANDA, Ana Pía, La posición de John Stuart Mill en relación al problema de Hume: la 
justificación de la inferencia inductiva y la naturaleza del principio de inducción, Discusiones 
Filosóficas. Año 17 Nº 29, julio-diciembre 2016. pp. 39-41. Disponible en: 
http://www.scielo.org.co/pdf/difil/v17n29/v17n29a03.pdf 
57 Ibídem, pp. 41.  
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Por último, MILL elabora un concepto más amplio de causa, esta es la denominada 
“causa real”, que se define como  el conjunto de antecedentes que producen un 
efecto.58 
Una vez expuestas algunas teorías que sobre la materia han sido planteadas, paso 
seguido se abordarán los fundamentos filosófico-jurídicos que han inspirado los 
planteamientos causales acogidos por la jurisprudencia del Consejo de Estado.  
 
II. Estado de la cuestión en la jurisprudencia vigente 
El Consejo de Estado estructura el estudio de la causalidad en dos escenarios 
denominados como imputación fáctica e imputación jurídica; esto es acorde con el 
principio de imputabilidad, según el cual: “(…) la indemnización del daño antijurídico 
cabe achacarla al Estado cuando haya el sustento fáctico y la atribución jurídica”59. 
En este orden de ideas, la imputación fáctica se dirige a determinar el alcance de la 
causalidad, objetivo para el cual se sirve de criterios normativos de la imputación 
objetiva como la posición de garante, el riesgo jurídicamente permitido, entre otros; 
de igual manera, las causales eximentes de responsabilidad son analizadas en esta 
dimensión fáctica. Un segundo escalón del análisis, lo constituye la imputación en 
el ámbito jurídico, tal juicio se logra a partir de los diferentes títulos de imputación: 
la falla del servicio, el riesgo excepcional y el daño especial.  
 
 
 
                                                             
58 BÁRCENA ZUBIETA, Rogelio Arturo, Tesis Doctoral: La Causalidad en el Derecho de Daños, 
Universidad de Girona, 2012, pp. 25. Disponible en:  
https://dugi-doc.udg.edu/bitstream/handle/10256/7633/trabz.pdf?sequence=5 
59 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia 5 de julio de 2018, C.P. Jaime 
Orlando Santofimio Gamboa, Exp. 40033. 
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A. Fundamento de la estructura causal en la jurisprudencia: imputatio facti- 
imputatio iuris  
La jurisprudencia constitucional, de forma análoga al Consejo de Estado, distingue 
los conceptos de causalidad e imputación bajo el entendido de que la primera se 
refiere al plano material; en tanto,  la imputación corresponde al mundo del Derecho 
como atribución jurídica del daño.60 Dicho dualismo factico-normativo tiene una 
profunda influencia de Kelsen, quien -en plena contienda entre los metafísicos 
iusnaturalistas y  los iuspositivistas tradicionales- formuló el denominado 
iuspositivismo crítico. Concretamente, Kelsen distinguió los enunciados causales, 
cuya fórmula es “Dado A, será B”,  y la -por él denominada- imputación que se 
expresa bajo la estructura “Dado A, debe ser B”, asignando al campo del Derecho 
los enunciados de este último tipo61. 
La base kelseniana que tiene la actual estructura causalidad-imputación, nos 
permite  establecer cuales no son las corrientes filosóficas que el juez contencioso 
administrativo  sigue en materia causal; estas son ,las teorías previas a David Hume 
que entendían la causalidad como una fuerza motora que transmitía energía para 
dar lugar a un resultado (efecto). La anterior afirmación, obedece a la inspiración 
kantiana que sigue Kelsen en la formulación de su teoría pura del Derecho, pues 
Kant –como se dijo en la primera parte del capítulo- pensó que la causalidad no 
consistía en una propiedad de la materia que pertenece a los entes de la realidad; 
sino que, en cuanto los objetos de la realidad se hallan supeditados a nuestro 
entendimiento, la causalidad era una categoría mental del modo: “todo lo que 
sucede tiene una causa”62. 
Pese a este posible trasfondo kantiano en el juicio de responsabilidad estatal, sería 
aventurado considerar que es esta la posición seguida por la jurisprudencia; Kelsen 
                                                             
60 Corte Constitucional, Sentencia C- 286 de 2017,  M.P: Gloria Stella Ortiz Delgado. 
61 PORCIUNCULA, Marcelo, La ausencia necesaria de la causalidad en la ciencia jurídica, breves 
notas acerca de la comprensión kelseniana,  en: PAPAYANNIS, Diego M., “Causalidad y atribución 
de responsabilidad”, Marcial Pons, Madrid, 2014. pp. 303-323. 
62 LÓPEZ VALDIVIA, Op. Cit., pp. 34-35. 
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también hizo referencia a la aguda crítica desarrollada por Hume sobre el artificio 
de la conexión necesaria y al planteamiento de su perspectiva regularista de la 
causalidad63. En todo caso, la fundamentación filosófica de la postura adoptada por 
el Consejo de Estado acudiendo a Hume y Kant, evidencia una contradicción; pese 
a que Kant se aparta de la idea pre-humeana de causalidad, también formuló 
críticas a Hume en razón de que -según Kant- la experiencia no puede ser empleada 
como herramienta para dar validez al principio de causalidad universal pues la 
percepción no tiene la aptitud para validar un concepto puro del entendimiento64. 
El dualismo filosófico que se expuso, resulta aún más problemático cuando se 
evidencia que en materia de omisión se acude a postulados causales que explican 
la idea de causalidad como conexión física, esto para justiciar que las omisiones no 
pueden ser causa de nada. Este último aspecto, será explicado con mayor 
detenimiento con posterioridad. 
B. Imputatio facti 
Una vez expuesta la justificación filosófico-jurídica de la estructura bipartita del 
análisis causal,  a continuación vamos a profundizar en las particularidades propias 
de la imputación fáctica; principalmente, su contenido y los criterios a través de los 
que el juez contencioso la aborda. 
 
B.1. La dimensión fáctica de la imputación: ¿un análisis causal o normativo? 
La imputación fáctica está encaminada a dilucidar el origen material de un 
determinado resultado dañoso, con lo que se logra individualizar a la persona que 
con su conducta activa u omisiva dio lugar a la producción del resultado dañoso. En 
                                                             
63 HANS KELSEN, Sociedad y naturaleza, Buenos Aires, De Palma, 1945, p. 384, citado por: 
SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando, Tratado de derecho administrativo. Derecho de víctimas y 
responsabilidad del Estado, Universidad Externado de Colombia, Bogotá,  pp. 106. 
64 PONCE ANDAUR, Arnaldo; MUÑOZ VALDÉS, Héctor, La causalidad desde hume a Kant: de la 
disolución absoluta del concepto a su constitución como ley, Revista Praxis Filosófica No. 38 enero-
junio, Universidad del Valle, Cali, Colombia, 2014, pp. 9-10. Disponible en: 
http://www.scielo.org.co/pdf/pafi/n38/n38a01.pdf 
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este ámbito del análisis, se presentan una serie de variaciones según el tipo de 
conducta objeto de estudio; siendo posible adoptar la causalidad como eje central 
para los eventos en que hay una acción de la administración; u optar por emplear 
criterios jurídico-normativos, como sucedería frente a las omisiones estatales. De 
tal manera que la causalidad, entendida al modo del empirismo humeano como una 
sucesión regular de hechos,  está al servicio de la imputación  en cuanto cimiento 
sobre el cual se realiza el ejercicio de atribución del daño; permitiendo que dicha 
labor no se efectué en un espacio vacío, sino que se desarrolle dentro de 
determinadas circunstancias de tiempo, modo y lugar.65   
Pese a lo indicado sobre la causalidad, el rol de esta en la imputación fáctica no es 
un tema pacifico; hay quienes sostienen -como Enrique Gil Botero- que el ámbito 
factico de la imputación prescinde completamente del análisis causal,  ya que en la 
labor de atribución de un daño concreto a la acción u omisión de una persona: 
 […] ese análisis causal pasa a ser reemplazado por una serie de ingredientes 
normativos y sociales que se han ido delimitando con el paso del tiempo y que 
permiten desde las ciencias sociales establecer cuando un resultado puede ser 
atribuido o imputado a alguien66. 
Ahora bien, en tratándose de supuestos de responsabilidad estatal por omisión, 
dado el carácter esencialmente naturalistico que se le atribuye a la causalidad, los 
casos de omisión no pueden ser resueltos bajo la perspectiva causal; de la nada, 
nada puede surgir. Es por lo anterior que la omisión debe ser abordada con base 
en criterios jurídico-normativos, tarea para la cual resultan útiles los criterios 
desarrollados por la teoría de la imputación objetiva, como se verá más adelante.67 
                                                             
65 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando, Tratado de Derecho administrativo. Derecho de víctimas 
y responsabilidad del Estado, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, Colombia, 2017, pp. 105-
113. 
66 GIL BOTERO, Enrique, “La teoría de la imputación objetiva en la responsabilidad extracontractual  
del Estado en Colombia” en BERNAL PULIDO, Carlos y FABRA ZAMORA, Jorge, “La filosofía de la 
responsabilidad civil.  Estudios Sobre Los Fundamentos Filosófico-Jurídicos De La Responsabilidad 
Civil Extracontractual”, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, Colombia, pp. 476. 
67 PATIÑO DOMINGUEZ, Héctor Eduardo, “El trípode o el bípode: la estructura de la 
responsabilidad”, en OSPINA GARZÓN, Andrés Fernando y  HENAO PÉREZ, Juan Carlos, “La 
Responsabilidad Extracontractual Del Estado. ¿Qué? ¿Por Qué? ¿Hasta Dónde? XVI Jornadas 
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Una vez esbozada esa primera parte del análisis de la imputación fáctica, conviene 
referirse a otro aspecto que también se estudia en el primer escenario de la 
imputación. En tal sentido, hacemos referencia a las causales eximentes de 
responsabilidad, las cuales son: la fuerza mayor, el hecho exclusivo de la víctima y 
el hecho de tercero.  
 
B.2. Los medios de defensa estatal 
En el sistema de la responsabilidad extracontractual del Estado, la entidad estatal 
que figura como demandada cuenta con un conjunto de mecanismos que le 
permiten acreditar la ausencia de responsabilidad; las causales de exoneración 
impiden que en el juicio de responsabilidad le pueda ser atribuido –imputado- total 
o parcialmente al demandado el deber de reparar el daño antijurídico. Dentro de la 
amalgama de causales eximentes se hallan la fuerza mayor, el hecho de la víctima 
y el hecho de tercero;  prescindiendo del caso fortuito, en tanto sinónimo de fuerza 
mayor y que- en los casos de riesgo excepcional- no tiene la aptitud para exonerar 
de responsabilidad68. 
 
B.2.1. Fuerza mayor 
La fuerza mayor como eximente de responsabilidad ha sido consagrada en el 
artículo 64 de la codificación civil colombiana, disposición subrogada por el artículo 
1º de la ley 95 de 1890, normativa en la cual se consagra como imperativo para su 
configuración que se esté en presencia de un hecho imprevisible e irresistible. 
                                                             
Internacionales De Derecho Administrativo”, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, Colombia, 
2015, pp. 200. 
68 PATIÑO DOMINGUEZ, Héctor Eduardo, “Las causales exonerativas de la responsabilidad 
extracontractual. ¿Por qué y cómo impiden la declaratoria de responsabilidad? Aproximación a la 
jurisprudencia del Consejo de Estado”, Revista de Derecho Privado. 20 (jun. 2011), pp. 385. 
Disponible en: file:///C:/Users/socce/Downloads/2898-Texto%20del%20art%C3%ADculo-9707-2-
10-20180126%20(1).pdf 
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Con respecto al carácter imprevisible, tal implica que, de conformidad con las reglas 
de la experiencia, normalidad y la probabilidad de ocurrencia del suceso, no sea 
posible anticipar la ocurrencia del hecho dañoso.69 En tal sentido, la jurisprudencia 
del máximo tribunal contencioso administrativo, ha precisado la idea de 
imprevisibilidad en el siguiente sentido: 
 […] aquello que, pese a que pueda haber sido imaginado con anticipación, resulta 
súbito o repentino o aquello que no obstante la diligencia y cuidado que se tuvo para 
evitarlo, de todas maneras acaeció, con independencia de que hubiese sido 
mentalmente figurado, o no, previamente a su ocurrencia70. 
En cambio, la irresistibilidad se refiere a la naturaleza inherente que tienen los 
efectos dañosos respecto del hecho, es decir, implica que ninguna persona –en 
esas mismas circunstancias- habría podido dominar ni evitar los efectos 
perjudiciales derivados del suceso71 ; esa irresistibilidad, se entiende como una 
imposibilidad objetiva -pues se valora in abstracto- , por lo que se diferencia de la 
imprevisibilidad en la que se determina lo previsible según las circunstancias 
particulares del caso72. 
Adicionalmente, por vía jurisprudencial, se ha decantado un tercer elemento para 
que se presente la fuerza mayor como eximente de responsabilidad, este es el 
carácter exógeno del suceso; de tal manera que: “(…) un hecho solo puede ser 
calificado como fuerza mayor o caso fortuito (…) si tiene su origen en una actividad 
exógena a la que despliega el agente a quien se imputa un daño (…)”.73 Este 
                                                             
69 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 24 de junio de 2009, Exp. 11001-
3103-020-1999-01098-01. 
70 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 26 de marzo de 2008, Exp. 16530. 
Mencionada en: PATIÑO DOMINGUEZ, Héctor Eduardo, “Las causales exonerativas de la 
responsabilidad extracontractual. ¿Por qué y cómo impiden la declaratoria de responsabilidad? 
Aproximación a la jurisprudencia del Consejo de Estado”, Revista de Derecho Privado. 20 (jun. 2011), 
pp. 381. Disponible en: file:///C:/Users/socce/Downloads/2898-Texto%20del%20art%C3%ADculo-
9707-2-10-20180126%20(1).pdf 
71 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 24 de junio de 2009, Exp. 11001-
3103-020-1999-01098-01. 
72 PATIÑO DOMINGUEZ, Op. Cit., pp. 382-383.  
73 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 24 de junio de 2009, Exp. 11001-
3103-020-1999-01098-01. 
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presupuesto de la fuerza mayor, también ha sido esbozado por el Consejo de 
Estado, siguiendo la línea trazada por la jurisprudencia civil, destacando que la 
ocurrencia del hecho de fuerza mayor no debe estar determinado directa o 
indirectamente por la actividad de la administración.74 
Una vez verificados los tres presupuestos de la fuerza mayor, se podrá solicitar la 
exoneración total de responsabilidad; aunque, eventualmente, habrá lugar a 
exoneración parcial cuando la conducta estatal haya tenido incidencia en la 
agravación de los efectos nocivos del hecho dañoso75.  
Finalmente, resulta imperativo destacar que la figura de la fuerza mayor ha sido 
objeto de varios pronunciamientos por parte de la Corte Constitucional, los cuales 
han buscado darle una interpretación y aplicación que sea acorde a los principios 
constitucionales. Tales pronunciamientos, se han producido en supuestos de 
secuestro para poder establecer que dicho fenómeno se configura como una fuerza 
mayor; así mismo, han sido objeto de esta reinterpretación aquellos casos en los 
que las personas desplazadas no pueden solicitar oportunamente la asistencia 
humanitaria en virtud de una situación constitutiva de fuerza mayor. Por esta razón, 
la Corte ha considerado que:  
En este punto, lo cierto es que la interpretación de aquello que constituye fuerza 
mayor o caso fortuito debe hacerse teniendo en cuenta las situaciones excepcionales 
de violencia que causaron el desplazamiento y la especial situación de marginalidad 
y debilidad en la que se encuentra la población desplazada. Por esta razón, el alcance 
de estos conceptos debe revisarse a la luz de estas nuevas realidades que el derecho 
debe regular. En este sentido, lo que no resultaría admisible es una interpretación de 
la Ley que resulte insensible a la especial protección constitucional de la cual es 
objeto la población desplazada a través, por ejemplo, de la exigencia de una carga 
                                                             
74 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 19 de marzo de 2004, C.P. German Rodríguez 
Villamizar,   Exp. 13833. 
75 PATIÑO DOMINGUEZ, Op. Cit., pp. 383-384.  
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probatoria alta o desproporcionada que haga prácticamente imposible la protección 
del derecho76. 
 
B.2.2. Hecho de la victima 
Figura consagrada legalmente en el artículo 2356 del código civil colombiano, en el 
que se desarrolla la figura de la “compensación de culpas”; también llamada - de 
forma más acorde con los sistemas de responsabilidad objetiva- “concurrencia de 
causas”. La causal opera cuando una persona –que a su vez es víctima- realiza un 
comportamiento activo u omisivo que conlleva la producción del daño por esta 
padecido.77 
Siguiendo lo planteado por Héctor Patiño, la conducta de la víctima puede ser o no 
culposa; basta que la acción u omisión sean causa eficiente y determinante de la 
producción del daño, para que no haya lugar a imputarle a otra persona las 
consecuencias de tal conducta78. Lo anterior ha sido expresado en jurisprudencia 
reciente de la siguiente manera:  
[…] a efectos de que opere el hecho de la víctima como eximente de responsabilidad, 
es necesario aclarar, en cada caso concreto, si el proceder -activo u omisivo- de 
aquélla tuvo, o no, injerencia y en qué medida, en la producción del daño. En ese 
orden de ideas, resulta dable concluir que para que el hecho de la víctima tenga 
plenos efectos liberadores de la responsabilidad estatal, es necesario que la conducta 
desplegada por la víctima sea tanto causa del daño, como la raíz determinante del 
mismo, es decir, que se trate de la causa adecuada […]79. 
Cabe mencionar que, aunado a lo anterior, el hecho de la víctima debe  reunir los 
mismos presupuestos de toda causal eximente de responsabilidad; es decir, la 
                                                             
76 Corte Constitucional, 27 de febrero de 2007, T-136 de 2007, M.P: Jaime Córdoba Triviño. En el 
mismo sentido: Corte Constitucional, Sentencias, T- 1337 de 2001, MP: Rodrigo Uprimny Yepes; T-
821 de 2007, MP: Catalina Botero Marino; C-1186 de 2008, MP: Manuel José Cepeda Espinosa.  
77 PATIÑO DOMINGUEZ, Op. Cit., pp. 388-394.  
78 Ibídem.  
79 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 9 de junio de 2010, C.P: Mauricio Fajardo Gómez, 
Exp. 17605. 
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conducta de la víctima ha de ser imprevisible, irresistible y exógena respecto del 
demandado80. 
Por último, aquellos casos en los que la conducta de la víctima sea concausa del 
daño producido, esto es, haya concurrido con el comportamiento de la 
administración, no habrá lugar a exoneración de responsabilidad; pese a lo cual, el 
quantum de la reparación será reducido de forma proporcional a la participación de 
la conducta de la víctima81.  
 
B.2.3. Hecho de tercero 
Es posible invocar esta causal cuando el causante del daño padecido por la víctima 
es una persona diferente de quienes son parte del juicio de responsabilidad, ya que  
se trata de una persona que no tiene ningún tipo de ligamen con el demandado.82 
Dada su naturaleza de causa extraña, también debe ser un hecho externo, 
imprevisible e irresistible para quien lo invoca. La imprevisibilidad e irresistibilidad 
deben necesariamente hallarse presentes; en caso contrario, el daño le sería 
imputable a la administración porque no anticipó ni evitó la configuración del daño 
pudiendo – y debiendo- hacerlo.83 
Así mismo, es menester que no exista ningún tipo de coparticipación o 
concausalidad entre la conducta de la administración y el hecho del tercero; si el 
hecho del tercero no es causa única y exclusiva del daño, la administración no podrá 
eximirse de responsabilidad.84  
Ahora bien, esta figura ha sido fuertemente influida por el fenómeno de la 
constitucionalización de la responsabilidad extracontractual del Estado; de manera 
                                                             
80 Ibídem.  
81   SAAVEDRA BECERRA, Ramiro, La responsabilidad patrimonial del Estado, Volumen 2, Grupo 
editorial Ibáñez,  Bogotá, Colombia, 2018, pp. 1281.  
82   PATIÑO DOMINGUEZ, Op. Cit., pp. 385.  
83 Ibídem, 386-387.  
84 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 16 de agosto de 2018, C.P: María Adriana 
Marín, Exp. 42676. 
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que, no basta con verificar la presencia de los requisitos de toda causa extraña; 
también es necesario analizar los deberes de prevención y protección de los 
derechos de los administrados que hallan radicados en cabeza del Estado.85   
Lo anterior ha conducido a que esta causal eximente de responsabilidad haya sido 
abordada  ampliamente por la jurisprudencia en tratándose de hechos violentos de 
terceros; en razón a la insuficiencia de la causalidad para dar solución a estos 
eventos, se han empleado criterios de imputación objetiva que permiten realizar un 
juicio de responsabilidad dotado de criterios jurídico-normativos argumentando que 
la imputación fáctica no se agota en la causalidad.86 De tal forma que en procura 
del cumplimiento de mandatos constitucionales y convencionales, el Consejo de 
Estado ha estimado que: 
 […] el hecho de que el daño tenga su génesis directa, material y causal en la 
conducta de un tercero no quiere significar, en principio, que se haya configurado una 
causa extraña que exonere de responsabilidad a la administración pública, toda vez 
que aquél puede devenir imputable a esta última si su comportamiento fue relevante 
y determinante en el desencadenamiento del mismo, bien porque se contribuyó con 
una acción en la producción (v.gr. con un aumento del riesgo permitido o un 
desconocimiento del principio de confianza), o si pudiendo evitarlo se abstuvo de 
enervar su generación, esto último, siempre y cuando se constate en estos eventos 
que la entidad demandada se encontraba en posición de garante, es decir, que de 
conformidad con el ordenamiento jurídico estuviera compelida a evitar el resultado87. 
 
B.3. Los criterios normativos de la imputación objetiva  
En la jurisprudencia del Consejo de Estado, la imputación fáctica está compuesta 
por una serie de criterios jurídico- normativos formulados por la teoría de la 
imputación objetiva que permiten, particularmente en casos de omisión y hechos 
                                                             
85 SANTOFIMIO GAMBOA, Op. Cit., pp. 120-121.  
86 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 26 de marzo de 2009, C.P. Enrique Gil Botero, 
Exp. 17994. 
87 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 22 de enero de 2014, C.P: Enrique Gil Botero, 
Exp. 26931.  
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violentos de terceros, establecer si un daño antijurídico es imputable a la 
administración; motivo por el cual, en los eventos reseñados, el juicio de 
responsabilidad no tiene una base causal sino normativa.88 
Pese a esto, parafraseando a Ramiro Saavedra, existen algunos pronunciamientos 
del Consejo de Estado que siembran la duda en torno a la verdadera ubicación de 
los criterios normativos propios de la imputación objetiva, e incluso, sobre su 
naturaleza en el juicio de responsabilidad89; en efecto, el Consejo de Estado ha 
encuadrado la imputación objetiva como un título autónomo dentro del estadio de la 
imputación jurídica, prueba de lo cual es el siguiente apartado jurisprudencial:  
[…] en cuanto a la imputación exige analizar dos esferas: a) el ámbito fáctico, y; b) la 
imputación jurídica, en la que se debe determinar la atribución conforme a un deber 
jurídico (que opera conforme a los distintos títulos de imputación consolidados en el 
precedente de la Sala: falla o falta en la prestación del servicio –simple, presunta y 
probada-; daño especial –desequilibrio de las cargas públicas, daño anormal-; riesgo 
excepcional). Adicionalmente, resulta relevante tener en cuenta los aspectos de la 
teoría de la imputación objetiva de la responsabilidad patrimonial del Estado. […] cabe 
precisar que la tendencia de la responsabilidad del Estado en la actualidad está 
marcada por la imputación objetiva, título autónomo que “parte de los límites de lo 
previsible por una persona prudente a la hora de adoptar las decisiones90. 
En contrario a lo antedicho, considero que la aparente contradicción no existe,  
habida cuenta que a renglón seguido en esos pronunciamientos se alude a la teoría 
de la imputación objetiva como remedio a los excesos y defectos de las teorías de 
la equivalencia de las condiciones y de la causalidad adecuada, lo cual no obsta 
para considerar que tales sentencias denotan una falta de claridad e indebida 
                                                             
88 PATIÑO DOMINGUEZ, Héctor Eduardo, “El trípode o el bípode: la estructura de la 
responsabilidad”, en OSPINA GARZÓN, Andrés Fernando y  HENAO PÉREZ, Juan Carlos, “La 
Responsabilidad Extracontractual Del Estado. ¿Qué? ¿Por Qué? ¿Hasta Dónde? XVI Jornadas 
Internacionales De Derecho Administrativo”, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, Colombia, 
2015, pp. 176. 
89 SAAVEDRA BECERRA, Op. Cit., pp.1262.  
90 Consejo de Estado, Sección tercera, Subsección C, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, 
Sentencia del 9 de mayo de 2011, Exp. 19976. En idéntico sentido véase: Consejo de Estado, 
Sección Tercera, Subsección C, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, 22 de enero de 2014, Exp. 
26956. 
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utilización de conceptos por parte de la jurisprudencia contenciosa administrativa,  
que pueden traer consigo yerros interpretativos y confusiones.  
Ahora bien, aceptada la aplicación de la teoría de la imputación objetiva en el ámbito 
fáctico, oportuno resulta destacar que el eje central sobre el cual se construye la 
teoría de la imputación objetiva es la idea del riesgo; por esto, se ha establecido que 
hay ciertos tipos de riesgo que son –y deben ser- tolerados por la colectividad por 
tratarse de riesgos inherentes a las interacciones propias de la vida en comunidad, 
dicho riesgo es el denominado riesgo jurídicamente permitido; de ahí que, cualquier 
riesgo que exceda el riesgo jurídicamente permitido se considera como 
jurídicamente desaprobado91. 
Empero, no basta con la creación de un riesgo jurídicamente desaprobado, es 
necesario que dicho riesgo se concrete; concretado el riesgo, dando lugar a la 
producción de un daño, se debe determinar si ese daño puede o no ser atribuido a 
la administración, finalidad para la cual se acude a los ingredientes normativos. Aun 
cuando existen varios criterios normativos planteados por la teoría de la imputación 
objetiva,  el que ha sido en mayor medida abordado por la jurisprudencia 
contenciosa administrativa, en tratándose de actos terroristas, es el criterio 
normativo de la “posición de garante”. Tal figura, inspirada en los postulados del 
Estado social y democrático de Derecho, ha permitido declarar la responsabilidad 
del Estado en aquellos eventos en los que el daño -en términos causales- fue 
producido por un tercero o por un hecho de la naturaleza; pese a lo cual, le es 
imputable al ente estatal porque era este quien tenía el deber jurídico de impedir la 
producción del daño.92 En similar sentido, ha señalado el Consejo de Estado:  
La posición de garante es una ficción construida a partir de las obligaciones que son 
inherentes a una entidad pública, de la cual se desprende el deber de impedir que 
sujetos que se encuentran bajo su órbita de protección y de control sufran lesiones 
en sus intereses legítimos y protegidos. Por tal motivo, cuando el Estado desatiende 
la posición de garante es posible afirmar que el daño irrogado a la víctima le es 
                                                             
91 GIL BOTERO, Enrique, Op. Cit., pp.481-484. 
92 Ídem, pp. 486-489. 
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imputable, como si física o materialmente lo hubiera causado, dado que 
normativamente estaba obligado a impedirlo. En otros términos, si el Estado se halla 
en posición de garante y no impide un resultado nocivo, es tanto como si lo hubiera 
ocasionado materialmente93. 
Adicionalmente, se debe tener en cuenta que por vía doctrinal y jurisprudencial se 
han elaborado una especie de “tipologías de posición de garante”, en razón a que 
la posición de garante puede adoptar dos modalidades. La primera, como garantía 
de la creación de un riesgo, supone tener en cuenta que las personas están 
autorizadas para desplegar actuaciones riesgosas; en virtud de dicha licencia, 
asumirán deberes de salvamento para que los riesgos derivados de sus actuaciones 
no se concreten en daños; igualmente, cabe mencionar que este tipo de posición 
de garante no halla su fundamento en la solidaridad, sino en la creación de un 
riesgo.94 Por su parte, también está la posición de garante institucional, la cual se 
configura cuando el Estado desatendió el deber jurídico de proteger a los 
administrados en su vida, honra y bienes; como consecuencia, el daño producido le 
será imputable al Estado, aun cuando causalmente fue un tercero el que lo generó.95  
Así, los deberes institucionales surgen de vinculaciones que se tienen con  
instituciones básicas del engranaje social -como la familia y el Estado- que consisten 
en proteger a las personas de peligros que los amenacen, aun cuando estos 
provengan de hechos de terceros o de hechos de la naturaleza; el garante no tiene 
que haber creado el peligro, por esto la idea fundante no es la creación del riesgo – 
como en la posición de garante por creación de riesgos- sino el principio de 
solidaridad.96  
 
                                                             
93 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A,  Sentencia del 13 de noviembre de 2018, 
C.P: María Adriana Marín, Exp. 46634. 
94 Consejo de Estado, Sección tercera, Subsección C, Sentencia del 9 de mayo de 2011, C.P. Jaime 
Orlando Santofimio Gamboa,  Exp. 19976. 
95 GIL BOTERO, Enrique, Op. Cit., pp. 489. 
96 Consejo de Estado, Sección tercera, Subsección C, Sentencia del 9 de mayo de 2011, C.P. Jaime 
Orlando Santofimio Gamboa, Exp. 19976. 
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III. Esquema de convergencia: deslindando el análisis factico- 
normativo 
Con respecto a los parámetros jurisprudenciales que se han ido decantando en 
materia de causalidad, es importante destacar un conjunto de aspectos que 
deberían ser replanteados a la hora de determinar la existencia de responsabilidad 
del Estado por actos terroristas.  
En primer lugar, no ha sido acertada la forma como se ha desarrollado la 
estructuración dual del análisis de imputación que diferencia las cuestiones fácticas 
de aquellas de índole normativa. Aplicar la teoría de la imputación objetiva en la 
imputación fáctica - como si se tratara de una teoría causal- conduce a que el 
análisis causal no tenga nada de causal, deformándolo peligrosamente en un 
análisis completamente normativo, riesgo que se ha concretado en la 
responsabilidad estatal por actos terroristas, ya que el Estado ha asumido el rol de 
garante universal.  
Así mismo,  la manera como se han abordado las omisiones en el  ámbito del juicio 
de responsabilidad va en contravía de los postulados causales que el Consejo de 
Estado ha pregonado; en otras palabras, el argumento de la crisis del dogma causal  
acuñado como justificación de los criterios normativos de la imputación objetiva, 
resulta contradictorio con la visión física de la causalidad que se ha acogido cuando 
se estudia la omisión.  
 
A.  Fundamento de la estructura causal planteada: causalidad de hecho e 
imputación 
La coherencia del sistema de responsabilidad del Estado requiere de la adopción 
de una sola teoría filosófica en torno a la naturaleza de la causalidad; esto es así, 
en razón de que fundamentar el juicio de responsabilidad en una u otra teoría tiene 
hondas implicaciones en la labor del juez contencioso administrativo, toda vez que 
este podrá realizar un juicio causal- normativo u exclusivamente normativo con base 
en la teoría por la que se opte.  
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Pese a que se trata de un ámbito bastante controvertido, la postura adoptada debe 
partir de la summa divisio kelseniana entre causalidad e imputación:  para el 
Derecho no todas las causas, condiciones o circunstancias que dan lugar a un 
efecto dañoso resultan relevantes, lo cual no implica que el Derecho en su “labor 
selectiva” deba prescindir del universo de causas de un resultado nocivo,  ya que 
Kelsen no cierra la puerta a que el Derecho se sirva de la causalidad para el 
conocimiento de los sucesos que tienen que ver con el Derecho97. 
Una perspectiva regularista de la causalidad, construida sobre las consideraciones 
elaboradas por J. S. Mill resulta acorde con la postura que se propone; la 
comprensión de la causa como la suma de un conjunto de antecedentes que 
producen un resultado, conduce a excluir del plano causal la labor de seleccionar o 
identificar solo una de esas condiciones porque dicha selección no forma parte del 
concepto de causa; de ahí que, se relegue a la dimensión jurídica el quehacer 
selectivo.  
Con base en esto, se pueden identificar dos niveles sucesivos que, amén de su 
distinta naturaleza y función, tendrán contenidos diferentes: la causalidad de hecho 
y la imputación98. No sobra advertir que -aun cuando ha sido acogida en forma 
incompleta o parcial por la jurisprudencia- la delimitación y explicación que a 
continuación se expone, desarrolla una propuesta doctrinal que resulta 
metodológicamente más acorde con la posición causal adoptada en este trabajo99. 
Particularmente importante, es que se destierran del ámbito factico los criterios de 
                                                             
97 PORCIUNCULA, Op. Cit., pp. 303-323. 
98 BÁRCENA ZUBIETA, Arturo, “El Derecho de daños como banco de pruebas de una disputa 
filosófica sobre la causalidad”, en PAPAYANNIS, Diego M. (Coord.), Causalidad y atribución de 
responsabilidad”, Marcial Pons, Madrid, 2014, 185-189. 
99 Entre otros, véase, Rojas Quiñones, S., & Mojica Restrepo, J. (2014). De la causalidad adecuada 
a la imputación objetiva en la responsabilidad civil colombiana. Vniversitas, 63(129), pp. 187-235. 
Disponible en: https://doi.org/10.11144/Javeriana.VJ129.caio También puede consultarse: 
FERNÁNDEZ CRENDE, Antonio. “Imputación objetiva en un caso de responsabilidad civil ex delicto: 
criterio de la provocación”. En: Indret Revista para el análisis del derecho. Versión digital disponible 
en: http://www.indret.com/pdf/284_es.pdf (febrero de 2007), p. 5.  Citado por:   ARAMBURO CALLE, 
Maximiliano A., “Responsabilidad civil y riesgo en Colombia: apuntes para el desarrollo de la teoría 
del riesgo en el siglo XXI”, Revista Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, Vol. 38, No. 108, 
Medellín - Colombia. Enero-Junio de 2008, pp. 15-51. Disponible en: 
https://revistas.upb.edu.co/index.php/derecho/article/view/601/539  
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imputación objetiva que aplica el Consejo de Estado –como la posición de garante, 
el riesgo jurídicamente permitido, entre otros- porque en nada coadyuvan a la 
búsqueda de la causa de hecho de un daño. 
 
B. Causalidad de hecho 
La causalidad fáctica o de hecho tiene como propósito establecer, a través de un 
análisis estrictamente naturalistico, qué sucesos pueden ser considerados como 
causa de un determinado resultado. Emplear la expresión causalidad de hecho en 
lugar de imputación fáctica, obedece al cometido perseguido en este ámbito y a la 
naturaleza de los medios empleados, pues el objetivo es establecer la causa de un 
resultado a través de consideraciones puramente causales. Acá – a diferencia de lo 
que Kelsen estableció como imputación- no se acude a enunciados de tipo 
normativo como- en efecto- son los criterios de imputación objetiva.  
Por esta razón, en lo que sigue se expondrá la forma como debe ser realizado el 
análisis de las acciones y omisiones en el plano de la causalidad fáctica; juicio que 
tiene como insumo esencial al test de la conditio sine qua non.  
 
B.1. El test de la conditio sine qua non al servicio de la causalidad de hecho 
La teoría de la equivalencia de las condiciones tiene su génesis en los 
planteamientos del filósofo J. S. Mill quien –tal como se indicó precedentemente- 
introdujo el concepto de causa real, con base en la cual la determinación de la causa 
de un efecto supone la consideración de varias condiciones100; conforme a esta 
teoría, se debe asignar igual valor a la amalgama de condiciones que forman parte 
                                                             
100 LEÓN MIRANDA, Ana Pía, La posición de John Stuart Mill en relación al problema de Hume: la 
justificación de la inferencia inductiva y la naturaleza del principio de inducción, Discusiones 
Filosóficas. Año 17 Nº 29, julio-diciembre 2016. pp. 39-41. Disponible en: 
http://www.scielo.org.co/pdf/difil/v17n29/v17n29a03.pdf 
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del curso causal de producción de un determinado efecto, ya que de no estar 
presente una de estas varias condiciones el efecto no se habría producido.   
Conforme a lo anterior, la herramienta empleada para la determinación de la causa 
es la técnica de la supresión mental o condicio sine qua non, según la cual, una 
condición es causa de un suceso cuando mediante un ejercicio hipotético que 
prescinda de la ocurrencia de una determinada condición en la cadena causal, se 
logra establecer que el efecto no se habría producido en razón de la supresión de 
la respectiva condición.  
No obstante su claridad y simplicidad, esta teoría conlleva una serie de problemas 
que por sí misma es incapaz de superar. En este sentido, producto de emplear la 
técnica de la condicio sine qua non se obtiene una excesiva lista de causas, 
haciendo que la individualización de la causa de un suceso se torne aún más 
problemática; el ejercicio de supresión mental supone un regreso ad infinitum en la 
determinación de la causa de un hecho que conduce a hacer responsables de la 
causación de un perjuicio a personas que tienen una remota intervención en la 
cadena causal101. Por lo anterior, es posible establecer que: “El problema mayor de 
la teoría explota aquí: esta no permite fijar cómodamente un límite a la extensión de 
la responsabilidad”.102 
Aunado a la problemática reseñada, existen eventos que no pueden ser 
solucionados bajo la fórmula de la condicio sine qua non, como son los casos de 
causalidad alternativa e hipotética. En primer lugar, encontramos aquellos 
supuestos  de causalidad alternativa en los que  un suceso fue causado por dos o 
más condiciones, pese a lo cual, cada una de tales condiciones es autosuficiente 
para producir el efecto; razón por la cual, suprimir la ocurrencia de una de las varias 
condiciones no impide que el resultado igualmente ocurra, de lo cual se deriva que 
tal condición no podría ser considerada como causa. Por otra parte, hallamos casos 
                                                             
101 TAMAYO JARAMILLO, Javier, Tratado de responsabilidad civil, Segunda edición; corregida y 
aumentada, Tomo I, LEGIS, Bogotá, Colombia, 2015,  pp. 377.  
102 LE TOURNEAU, Philippe, La responsabilidad civil; traducción de Javier Tamayo Jaramillo, LEGIS, 
Bogotá, Colombia, 2004, pp. 81.  
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de causalidad hipotética en los que, aun cuando la producción de un efecto 
obedezca a una condición, en caso de no haber ocurrido tal condición, existía otra 
condición de “reserva” que igualmente habría producido el resultado; ejemplo de 
esto, es aquel evento en el que un afamado terrorista al ver que su casa se 
encuentra rodeada de policías, decide tomarse una botella de cianuro porque 
prefiere estar muerto antes que ser capturado, una vez el terrorista bebió el cianuro 
un policía le dispara al corazón y lo mata. A la luz de la técnica de la condicio sine 
qua non, para que la conducta del policía sea catalogada como causa de la muerte 
del terrorista, debemos suprimir el disparo que realizó y -como consecuencia de tal 
ejercicio mental-  la muerte del terrorista no debe producirse; empero, al efectuar 
dicha labor tenemos que de no haber ocurrido la conducta del policía, el terrorista 
igualmente hubiera muerto envenenado por el cianuro que había consumido; siendo 
esto así, llegaríamos a la conclusión de que la conducta del policía no es causa de 
la muerte del afamado terrorista103. 
Ahora bien, pese a las problemáticas mencionadas, se ha considerado que esta 
teoría es la más idónea para las finalidades perseguidas en este estadio del juicio 
causal; por su raigambre contrafáctica, el test sine qua non permite establecer el 
conjunto de condiciones que producen un resultado lesivo. Así mismo, cabe 
destacar que en razón al concepto de causa completa que acogimos –contraria a la 
noción de causa seleccionada-, en la causalidad de hecho solo debe determinarse 
cuál es la causa del resultado dañoso; por tanto, la empresa de reducir el regreso 
ad infinitum corresponde al ámbito de la imputación104. 
 
 
                                                             
103 Ejemplos de  causalidad hipotética pueden verse en: BÁRCENA ZUBIETA, Rogelio Arturo,  Tesis 
Doctoral: La Causalidad en el Derecho de daños, Universidad de Girona, 2012, pp. 106-126.  
104 Rojas Quiñones, S., & Mojica Restrepo, J. (2014). De la causalidad adecuada a la imputación 
objetiva en la responsabilidad civil colombiana. Vniversitas, 63(129), pp. 220-221. Disponible en: 
https://doi.org/10.11144/Javeriana.VJ129.caio. En el mismo sentido, véase también: BÁRCENA 
ZUBIETA, Arturo, “El Derecho de daños como banco de pruebas de una disputa filosófica sobre la 
causalidad”, en PAPAYANNIS, Diego M. (Coord.), Causalidad y atribución de responsabilidad”, 
Marcial Pons, Madrid, 2014, 185-189. 
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B.2. La omisión: ¿un análisis exclusivamente normativo? 
La cláusula general de responsabilidad consagrada en el artículo 90 de la Carta 
Política105,  prevé que el Estado puede ser responsable por los daños antijurídicos 
causados por la acción u omisión de las autoridades públicas.   
Tal como se ha venido indicando a lo largo de este capítulo, el estudio de la omisión 
por parte del Consejo de Estado tiene una dimensión absolutamente normativa que 
puede ser reducido a la expresión latina ex nihilo nihil fit; de manera que, la 
imputación fáctica debe realizarse a partir de la supuesta existencia de un conjunto 
de deberes jurídicos que fueron omitidos pues, materialmente, la nada no causa 
nada.  
La postura anterior, supone una réplica de los postulados desarrollados por  la 
dogmática penal, los cuales hallan su génesis en una visión causal anterior a los 
desarrollos empiristas de David Hume sobre la materia. Acorde con tal comprensión, 
la causalidad es transmisión de energía por parte de las causas para la producción 
de los efectos106; la causa es lo que permite que otra cosa pueda ser, en tanto que 
el efecto es aquello que debe su surgimiento a la cosa que funge como causa, 
planteando un entendimiento a posteriori de la causalidad  en el que los sentidos 
tienen un papel crucial en la forma como conocemos las ideas de causa y efecto107.  
Ahora bien, pese a que  las interpretaciones del artículo 90 constitucional se han 
centrado en mayor medida en los daños causados por las acciones de la 
administración pública, existen ciertos insumos mediante los que se puede 
desarrollar una posición que –acorde a los mandatos constitucionales- permita 
hacer frente a los eventos de responsabilidad del Estado por omisión. Para tal fin, 
                                                             
105 Corte Constitucional, Sentencia C-333 de 1996, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
106 BÁRCENA ZUBIETA, Rogelio Arturo, Tesis Doctoral: La Causalidad en el Derecho de daños, 
Universidad de Girona, 2012, pp. 106-126. 
107 LOCKE, Jhon, Ensayo sobre el entendimiento humano, Libro II, Capitulo XXVI. Disponible en:  
https://blocs.xtec.cat/filocostaillobera/files/2009/03/Locke_John-
Ensayo_sobre_el_entendimiento_humano.pdf 
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cabe citar lo dicho por la Corte Constitucional en el sentido en que: “(…) para 
obtener la indemnización por un daño antijurídico propinado por el Estado se 
requeriría, además, que la lesión sea el resultado de la actividad regular o irregular 
de las obligaciones estatales o del incumplimiento de las mismas (omisión)”108. Tal 
consideración del máximo tribunal constitucional, vincula el análisis de la causalidad 
por acción y omisión a la existencia de unas obligaciones en cabeza del Estado; por 
lo que, la responsabilidad del Estado por acción y omisión imperiosamente debe 
incluir tal ingrediente normativo. El punto central del asunto radica en determinar si 
juzgar la responsabilidad del Estado por omisión debe tener en cuenta 
consideraciones de tipo causal o si – conforme ha sostenido el juez contencioso 
administrativo-  el campo de la omisión está reservado para los criterios normativos.  
En honor a la verdad, las interpretaciones que del artículo 90 ha realizado la Corte 
Constitucional no han ahondado sobre este aspecto; el juez constitucional 
simplemente ha reiterado lo claramente expresado en el texto constitucional en 
cuestión, destacando que dicha norma: “(…) incluye en principio,-o debería incluir-, 
“todos los daños antijurídicos causados por las actuaciones y abstenciones de los 
entes públicos”.109 De esta manera, se opta por una interpretación exegética del 
mencionado artículo, el cual clara y expresamente entiende como causas tanto las 
acciones como las omisiones de la administración pública; tal premisa se ve 
reforzada pues la Corte ha manifestado que el análisis de las acciones u omisiones 
“(…) está estrechamente relacionado con la verificación de que el daño se produzca 
realmente como consecuencia de la acción u omisión de una actividad o ente 
estatal.”110 
Lo mencionado implica que, acorde con los mandatos constitucionales, la regla ex 
nihilo nihil fit, tantas veces mencionada por el juez contencioso administrativo, va en 
contravía de la norma del artículo 90; el juicio de responsabilidad del Estado por 
                                                             
108 Corte Constitucional, Sentencia  C- 286 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.  
109 Corte  Constitucional. Sentencias C-892 de 2001, M.P. Rodrigo Escobar Gil; C-043 de 2004, M.P. 
Marco Gerardo Monroy Cabra; C-644 de 2011, M.P. Jorge Iván Palacio; C- 286 de 2017, M.P. Gloria 
Stella Ortiz Delgado.  
110 Corte Constitucional, Sentencia  C- 286 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
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acción y omisión debe tener en cuenta consideraciones de tipo causal, finalidad que 
se logra a  partir de la adopción de una teoría filosófica contraria a la visión pre-
humeana de la causalidad que acogió el Consejo de Estado respecto de la omisión.  
En este sentido, cabe recordar que las concepciones previas a David Hume no han 
sido las que más auge han tenido en el plano filosófico; el empirismo humeano 
estimó que la simple contigüidad espacio- temporal de sucesos constituye una 
explicación parcial de la causalidad que debe ser complementada con el principio 
de inferencia, conduciendo al abandono del dogma de la “conexión necesaria”, pues 
los sentidos perciben simples relaciones entre sucesos: solo el uso de la inferencia 
da paso a conjunciones constantes entre sucesos.  
Con base en lo indicado, la omisión ha de ser analizada bajo un entendimiento 
regularista de la causalidad que -tal como señaló Stuart Mill- consiste en la 
conjunción de condiciones positivas y negativas que producen un efecto; las 
condiciones negativas aluden a componentes que no se presentaron pero que de 
haber ocurrido, habrían impedido que tuviera lugar el efecto; v. gr, las conductas 
omisivas111. 
Bajo esta perspectiva, el análisis de las conductas omisivas no puede ser 
exclusivamente normativo pues, contrario a las consideraciones del Consejo de 
Estado, las omisiones sí revisten el carácter de causas, de tal forma que la 
indagación causal de acciones y omisiones debe ser realizada conforme a una 
teoría de la equivalencia de las condiciones, que presentará matices según se trate 
de una acción o de una omisión; particularmente, respecto de las omisiones no se 
va a suprimir una acción, compete determinar qué habría ocurrido de haber sido 
realizada la acción omitida112.  
 
                                                             
111 BÁRCENA ZUBIETA, Rogelio Arturo,  Tesis Doctoral: La Causalidad en el Derecho de daños, 
Universidad de Girona, 2012, pp. 190-191. Disponible en: https://dugi-
doc.udg.edu/bitstream/handle/10256/7633/trabz.pdf?sequence=5 
112 Ibídem, pp. 193. 
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C.  Imputación 
En este plano del análisis, corresponde realizar una labor selectiva de las causas 
fácticas de un resultado dañoso, se trata de individualizar cuáles son las causas que 
tienen relevancia jurídica, empresa para la cual se acude a criterios de estirpe 
normativa113. Motivado por la finalidad selectiva, la jurisprudencia contenciosa 
administrativa adoptó como criterios normativos de la imputación jurídica a los 
“títulos de imputación” –falla del servicio, riesgo excepcional y daño especial-; con 
lo que se establece un esquema de imputación fáctico–jurídico de raigambre 
exclusivamente normativo.  
De forma antagónica a la posición jurisprudencial, se propone el análisis dual 
causal-normativo; modelo que trae aparejado el problema de aplicar los títulos de 
imputación a todo el universo de causas obtenidas con el test de la condicio sine 
qua non; para superar este obstáculo, se acude al criterio normativo de la 
adecuación como un escalón previo a la aplicación del criterio normativo de 
imputación stricto sensu –falla del servicio, riesgo excepcional, daño especial- que 
fundamentará la declaratoria de responsabilidad. 
Así mismo, este es el estadio en el cual corresponde determinar si opera alguna de 
las causales exonerativas de responsabilidad; entre las cuales, destaca el hecho de 
tercero como principal medio de defensa estatal frente a los actos terroristas.  
C.1. El criterio normativo de la adecuación 
El criterio de la adecuación, influido por la teoría de la causalidad adecuada, sirve 
de cortapisa a los excesos de la equivalencia de las condiciones; en efecto, el 
juzgador debe hacer una prognosis póstuma  que consiste en - a partir de las reglas 
de la experiencia- realizar un juicio de probabilidad y previsibilidad acerca de la 
                                                             
113 BÁRCENA ZUBIETA, Arturo, “El Derecho de daños como banco de pruebas de una disputa 
filosófica sobre la causalidad”, en PAPAYANNIS, Diego M. (Coord.), Causalidad y atribución de 
responsabilidad”, Marcial Pons, Madrid, 2014, 185-189. 
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idoneidad de un suceso para producir el efecto lesivo114. La forma como se debe 
desarrollar el juicio de previsibilidad adopta el patrón de lo previsible a partir de 
elementos propios del caso concreto y de las circunstancias particulares en las que 
halle el sujeto115. Con respecto al juicio de probabilidad, encaminado a establecer 
el aumento de la posibilidad o probabilidad de ocurrencia del resultado, el juez 
puede optar por estándares más o menos rígidos para establecer el nivel de 
probabilidad exigido; así mismo, también es posible acudir a cálculos de tipo 
porcentual, v. gr., exigir que el antecedente, para ser considerado como causa 
adecuada, revista un aumento porcentual mayor al 50% en la probabilidad de 
ocurrencia del resultado116. 
A la luz de lo expuesto, el criterio de adecuación implica que el Estado sea 
responsable por eventos en los que su conducta -activa u omisiva- tenga como 
resultado normal o probable la causación del daño. Una vez determinado el carácter 
adecuado que tiene la conducta estatal corresponde al juez determinar cuál es el 
fundamento del deber de reparar para el caso sub examine. 
 
C.2. La defensa del Estado en el juicio de responsabilidad por actos terroristas: el 
hecho de tercero 
El principal problema que ha afectado el análisis de esta causal eximente es que el 
Consejo de Estado ha usado la figura de la posición de garante para justificar que 
el Estado deba responder siempre que se presente un acto terrorista. Este artificio 
inspirado en el artículo 2 C.P., obvia que constatar el cabal cumplimiento de las 
obligaciones de seguridad y protección debe atender a las posibilidades reales del 
Estado, sin que tales obligaciones impliquen imponer al Estado la carga 
desproporcionada de ser garante respecto de todas las amenazas terroristas; 
                                                             
114 SAAVEDRA BECERRA, Op. Cit., Pp. 1209-1210. 
115 Rojas-Quiñones, Sergio & Mojica-Restrepo, Juan Diego, De la causalidad adecuada a la 
imputación objetiva en la responsabilidad civil colombiana, 129 Vniversitas, pp. 212 (2014).  
Disponible en: http://dx.doi.org/10.11144/Javeriana.VJ129. caio   
116SAAVEDRA BECERRA, Ramiro, Op. Cit., pp. 1208. 
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asignar el rol de garante al Estado, supondría desconocer el principio romano de 
que impossibilium nulla obligatio est. 
Teniendo por genuino lo expresado, el hecho de tercero debe estar revestido de las 
características tradicionalmente esbozadas en torno a esta figura, estas son: la 
exterioridad, imprevisibilidad e irresistibilidad; criterios que permiten tener como eje 
del análisis las capacidades del Estado para hacer frente al acto terrorista. 
Ahora bien, para indagar acerca del rol que podría cumplir el hecho de tercero en 
los eventos de responsabilidad del Estado por actos terroristas, resulta imperioso 
recordar los dos posibles casos que constituyen un acto terrorista: en primer lugar, 
los casos en los que las personas o bienes afectados como consecuencia del actuar 
terrorista se encontraban en inmediaciones de centros operativos de los agentes 
del Estado o personajes representativos del Estado considerados como objetivos 
militares; y en segundo lugar, aquellos eventos en los que el ataque terrorista no 
tiene un objetivo estatal concreto, sino que se dirige indiscriminadamente contra la 
comunidad.  
El primer escenario planteado no puede ser resuelto acudiendo al hecho de tercero, 
pues aun cuando es el grupo subversivo –que hace las veces de tercero- el que 
produjo los perjuicios padecidos por las víctimas, a la luz de la teoría del riesgo 
excepcional el Estado ha expuesto a los ciudadanos a un riesgo de naturaleza 
excepcional. Resulta oportuno indicar que el hecho de tercero no puede ser 
invocado por el Estado – en cuanto guardián de la actividad peligrosa-   cuando, 
como sucede en este caso, los hechos que se alegan como imprevisibles e 
irresistibles constituyen riesgos propios de la actividad desplegada por el Estado117. 
                                                             
117 M´CAUSLAND SANCHEZ, María Cecilia, “Responsabilidad objetiva del Estado: tendencias, 
deseos y realidades”, en OSPINA GARZÓN, Andrés Fernando y  HENAO PÉREZ, Juan Carlos, “La 
Responsabilidad Extracontractual Del Estado. ¿Qué? ¿Por Qué? ¿Hasta Dónde? XVI Jornadas 
Internacionales De Derecho Administrativo”, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, Colombia, 
2015, pp. 200.  
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Con relación al segundo evento propuesto -aquel en el que los actos terroristas se 
dirigen indiscriminadamente contra la población118- no procede la declaratoria de 
responsabilidad del Estado; se presenta la causal de exoneración del hecho de 
tercero, en cuanto la administración no participó de ninguna manera en la 
producción del daño y el hecho le era imprevisible e irresistible porque –aunque es 
lo deseable- el Estado no puede anticiparse a todos los actos de terrorismo, salvo 
que cuente con información o -del contexto en que se produce el mismo- sea posible 
establecer que la administración debió haber evitado el acto, caso en el cual 
estaríamos frente a una falla del servicio como fundamento de la responsabilidad 
del Estado119.  
 
  
                                                             
118 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 9 de junio 2010,  C.P. Ruth Stella Correa Palacio  
Exp. 18536; Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 10 de agosto del año 2000, C.P. 
Alier Eduardo Hernández Enríquez,  Exp. 11585. 
119 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 10 de agosto 2000, C.P. Alier Eduardo 
Hernández Enríquez, Exp. 11585 
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CAPÍTULO 3. EL FUNDAMENTO DEL DEBER ESTATAL DE REPARAR POR 
ACTOS TERRORISTAS. 
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PREMISA 
La cláusula general de responsabilidad consagrada en el artículo 90 C.P. contiene 
el denominado principio de imputabilidad. Tal mandato considera que en el juicio de 
responsabilidad estatal es conditio sine qua non la existencia de un vínculo jurídico 
que permita atribuirle al Estado los perjuicios irrogados a la víctima.  
En este sentido, el ámbito de la imputación está compuesto por criterios 
eminentemente normativos, uno de los cuales fue esbozado en el capítulo anterior, 
conocido como criterio de adecuación. Empero, a tal criterio han de ser adicionados 
los que de antaño han sido calificados como los fundamentos del deber estatal de 
reparar: la falla del servicio, el riesgo excepcional y el daño especial. Cabe destacar 
que es errado considerar a la Constitución Política de 1991 como puerta de entrada 
de los regímenes objetivos de responsabilidad; en honor a la verdad, estos ya 
existían de forma antelada a la Carta Política; prueba de ello es que la teoría del 
daño especial fue aplicada en el año 1947 por el Consejo de Estado120.  
Ahora bien, las interpretaciones del artículo 90 C.P. han traído consigo la 
incorporación de principios –quizás- extraños al instituto de la responsabilidad 
extracontractual del Estado, tornando confusos los linderos de los diferentes 
regímenes de responsabilidad. Clara muestra de lo dicho, ha sido la responsabilidad 
estatal por actos terroristas; la intromisión de principios como la equidad y la 
solidaridad ha supuesto un desprendimiento de las bases de cada régimen de 
responsabilidad;  atrás parecen haber quedado la falla y el riesgo como ideas 
centrales del sistema.  
Por lo expuesto, en lo que sigue buscaremos dar cuenta de los ejes de escisión que 
tradicionalmente han formado parte los diferentes regímenes de responsabilidad, 
permitiendo aplicarlos en el caso de los actos terroristas perpetrados por terceros. 
Aunado a esta labor, se abordaran los principios constitucionales que han suscitado 
mayores disquisiciones en torno a su rol en el marco de la responsabilidad 
                                                             
120 M'CAUSLAND SANCHEZ, María Cecilia, "Responsabilidad del Estado por daños causados por 
actos violentos de terceros" en “La Filosofía De La Responsabilidad Civil. Estudios Sobre Los 
Fundamentos Filosófico-Jurídicos De La Responsabilidad Civil Extracontractual”, Universidad 
Externado de Colombia, Bogotá, Colombia, 2013, pp. 523-524. 
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extracontractual del Estado: el principio de solidaridad, el principio de equidad y el 
principio de igualdad ante las cargas públicas.  
 
I. TEORÍA DE LA FALLA DEL SERVICIO 
 
A. Concepto 
A partir del Decreto-ley 528 de 1964 el Consejo de Estado asumió la competencia 
general para resolver aquellas controversias que se presentaran contra entidades 
estatales, empresa para la cual –con ánimo independentista de los desarrollos 
previos de la Corte Suprema de Justicia- se acudió a postulados del Derecho 
público, en concreto, al artículo 16 de la Constitución Política de 1886 como 
fundamento de la responsabilidad del Estado por falla del servicio.  
La falla del servicio constituye el régimen subjetivo de responsabilidad estatal, en 
razón a que tiene en cuenta la forma cómo se realizó la conducta estatal para 
determinar la licitud o ilicitud de la misma en el marco del juicio de reproche realizado 
por el juez contencioso administrativo. 
Tradicionalmente, con base en los planteamientos de Paul Duez, la comprensión de 
la falla del servicio giró en torno a la ausencia o indebido  funcionamiento del servicio 
público121. No obstante, de forma posterior tal concepción fue abandonada por una 
que enfatiza en las obligaciones del Estado; de modo que, el núcleo de la teoría 
consistirá en que el Estado haya cumplido o no las obligaciones que el orden jurídico  
le impone, ya sea de forma general –a partir del artículo 2º C.P. de 1991- o de forma 
específica  podrá haber una norma que disponga la obligación para un escenario en 
particular122; de ahí que cuando se establece que hay falla del servicio, es porque 
                                                             
121 HENAO PEREZ, Juan Carlos, Presentación General de la responsabilidad  extracontractual del 
Estado en Colombia, Jornadas Colombo- venezolanas de Derecho público, Universidad Externado 
de Colombia, Bogotá, 1996, pp. 732 y ss. 
122 Ibídem.  
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la entidad estatal no cumplió debidamente, retardó u omitió la obligación a su 
cargo123. 
Esto no quiere decir, desde luego, que el Estado esté obligado a lo imposible, pues 
la jurisprudencia del Consejo de Estado se ha encargado de matizar o relativizar el 
contenido de dichas obligaciones, señalando que las obligaciones de seguridad y 
protección que emanan del inciso segundo del artículo 2 constitucional obedecen a 
un criterio circunstancial, según el cual deben tenerse en cuenta el contexto 
existente al momento de la ocurrencia del daño, el carácter previsible del daño y los 
medios de los que disponía el Estado para hacerle frente124.  
Ahora bien, la raigambre subjetiva que tiene la teoría de la falla del servicio hace 
que esta teoría gire sobre la idea de reproche; sostener el régimen a partir de la libre 
decisión del agente estatal, conlleva que las imprudencias o negligencias merezcan 
ser censuradas125.  
Por tal razón, crucial importancia revisten  las obligaciones que han sido atribuidas 
al Estado en favor de la garantía de los derechos de los ciudadanos. No obstante, 
estas no pueden restringirse a una perspectiva estricta del ordenamiento nacional 
dado que los instrumentos internacionales que forman parte de la Constitución 
Política –en virtud del bloque de constitucionalidad- también dotan  de contenido las 
obligaciones estatales.  
Tal premisa guarda una estrecha relación con el control de convencionalidad, 
mecanismo encaminado a armonizar las disposiciones nacionales con los mandatos 
                                                             
123 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 3 de diciembre de 2008, C.P. Ramiro Saavedra 
Becerra, Exp. 16054. 
124 Sobre la Falla relativa del servicio, véase: Consejo de Estado, sección Tercera, Sentencia 15 de 
febrero de 1996, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros, Exp. 9940; Consejo de Estado, sección 
Tercera, Sentencia 8 de mayo de 1998, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros, Exp. 11837; Consejo 
de Estado, sección Tercera, Subsección A, Sentencia 3 de febrero del 2000, C.P. Mauricio Fajardo 
Gómez, Exp. 22745; Consejo de Estado, sección Tercera, Subsección A, Sentencia 14 septiembre 
de 2011,C.P. Mauricio Fajardo Gómez, Exp. 22745; Consejo de Estado, sección Tercera, 
Subsección A, Sentencia 19 de julio de 2017,  C.P. Carlos Alberto Zambrano, Exp. 48868. 
125 OWEN, David C., SCHROEDER, Christopher R., HONORE, Anthony M.; Traductor MORALES 
DE SETÉN RAVINA, Carlos; Estudio preliminar de SUÁREZ, Pablo; Teoría de la responsabilidad 
civil extracontractual, Bogotá, Siglo del Hombre Editores, Universidad de los Andes, Pontificia 
Universidad Javeriana-Instituto Pensar, 2014, pp. 36-38. 
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de la Convención Americana de Derecho Humanos126. Esta figura, puede ser 
empleada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos –control concentrado 
de convencionalidad- o por los jueces de cada país –control difuso de 
convencionalidad-, siendo este último el que, a efectos del presente escrito, reviste 
mayor importancia. Conforme al control difuso de convencionalidad, figura que 
encuentra sustento en los artículos 1.1127, 2º128 y 29129 de la Convención,  los jueces 
nacionales  tienen el deber de asegurar la armonía y conformidad de la normativa 
nacional con las disposiciones interamericanas130.   
Al hilo de lo anterior, dilucidar cuándo hay lugar a endilgar responsabilidad al Estado 
por falla del servicio conlleva analizar conjuntamente las disposiciones nacionales 
e interamericanas. Como ya se ha dicho, según la jurisprudencia del Consejo de 
Estado la falla del servicio fue construida sobre el artículo 16 de la Constitución 
Política de 1886; el cual fue replicado por el artículo 2º de la Carta Política vigente, 
en el que cual se prevé que las autoridades de la Republica están instituidas para 
proteger a las personas en su vida, honra y bienes. De forma análoga, el artículo 
                                                             
126 ACOSTA ALVARADO, Paola Andrea, Tesis Doctoral, Más allá de la utopía: Del diálogo 
interjudicial a la constitucionalización del derecho internacional. La red judicial latinoamericana como 
prueba y motor del constitucionalismo multinivel, Universidad Complutense de Madrid, Instituto 
Universitario de Investigación Ortega y Gasset, Madrid, 2013, pp. 61-62. Disponible en: 
http://eprints.ucm.es/28119/1/T35645.pdf 
127 Artículo 1.1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta 
a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. 
128 Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno: Si el ejercicio de los derechos y 
libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o 
de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter 
que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. 
129 Artículo 29. Normas de Interpretación: Ninguna disposición de la presente Convención puede ser 
interpretada en el sentido de: a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir 
el goce y ejercicio de los derechos y  libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor 
medida que la prevista en ella;    b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que 
pueda estar reconocido de acuerdo con las  leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo 
con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados; c) excluir otros derechos y garantías 
que son inherentes al ser humano o que se derivan de la forma democrática representativa de 
gobierno, y d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos 
y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza. 
130 ACOSTA ALVARADO, Op. Cit., pp. 66.  
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1.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos dispone que el Estado 
colombiano está obligado a  respetar los derechos y libertades reconocidas en este 
instrumento, así como, a garantizar su libre y pleno ejercicio a través de todo el 
andamiaje institucional del Estado, en quien, se radican obligaciones positivas 
encaminadas a la adopción de las medidas necesarias para asegurar la efectiva 
protección de los derechos humanos131. Pese a tal exigencia, tanto a nivel 
convencional como nacional los deberes de seguridad y protección están 
supeditados a un conocimiento previo del peligro para un grupo o persona en 
particular y a las posibilidades reales del ente estatal para evitar el daño132.  
 
 
B. La falla del servicio: Fundamento de la responsabilidad del Estado por actos 
terroristas 
La especial naturaleza de los actos terroristas -en cuanto a que su perpetración 
obedece a acciones de grupos armados- permitiría pensar que la responsabilidad 
del Estado por actos de tal carácter no se vería comprometida. Pese a lo cual, 
existen eventos claramente definidos en los que procede la declaratoria de 
responsabilidad a título de falla del servicio.  
Los escenarios constitutivos de falla del servicio presentan la particularidad de que 
–aun cuando el hecho fue realizado por un grupo armado que funge como tercero- 
el Estado es responsable por desatender las obligaciones de seguridad y protección 
que tiene en favor de los administrados. De esta manera, conforme ha planteado 
Ben Emmerson (Relator especial sobre la promoción y la protección de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo), sería 
desproporcionado imponerle al Estado una posición de garante  respecto de la vida 
                                                             
131 CIDH, Caso 19 comerciantes vs Colombia. CIDH, parrafos153., Caso de la “Masacre de 
Mapiripan” vs Colombia, Sentencia 15 de septiembre de 2005, párrafo 111. 
132 MEDINA ARDILA, Felipe. La Responsabilidad internacional del Estado por actos de particulares: 
análisis jurisprudencial interamericano. Colombia: Ministerio de Relaciones Exteriores, 2009.  pp. 
106. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/tablas/r26724.pdf 
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de cada individuo dentro de su territorio;  lo cual no implica que el Estado se libere 
de adoptar medidas preventivas – según sus facultades legales, obligaciones 
internacionales y los recursos disponibles-  contra eventuales acciones 
terroristas133; v. gr. el atentado  en 1989 contra el D.A.S.  en el que la Nación fue 
condenada por no desplegar las medidas de protección de la sede de esta 
institución, pese a que se tenía información sobre posibles atentados contra esta134. 
En idéntico sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos condiciona las 
obligaciones de seguridad y protección al carácter previsible de la violación de 
derechos humanos, esto es,  que el ente estatal haya conocido la situación de 
peligro real e inmediato en la que se encontraba un grupo o individuo concreto135.  
En virtud de lo expuesto, el Estado será declarado responsable a título de falla del 
servicio en los siguientes supuestos: (i) cuando el Estado incumplió sus obligaciones 
de seguridad y protección sometiendo a un peligro –que era previsible- a la 
población civil, por ejemplo aquellos casos en los que hay un abandono total por 
parte de la fuerza pública; (ii) eventos en los que el Estado tenía conocimiento previo 
–o debía conocer- sobre la perpetración del acto terrorista sin que, atendiendo a las 
facultades estatales y a los recursos disponibles, se hayan adoptado las medidas 
de seguridad y protección o que las medidas ejecutadas no hayan sido idóneas para 
evitar el atentado terrorista, v. gr. el caso del Club El Nogal en el que se tenía 
información de inteligencia sobre la posible ocurrencia del atentado terrorista. 
 
 
 
                                                             
133 ONU, Consejo de Derechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre la promoción y la 
protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, 
Ben Emmerson: Principios marco para asegurar los derechos humanos de las víctimas del 
terrorismo, 4 de junio de 2012, A/HRC/20/14,  pp. 6-11. Disponible en: 
https://undocs.org/es/A/HRC/20/14 
134 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 14 de julio de 2004, C.P. Alier Eduardo 
Hernández, Exp. 14592. 
135MEDINA ARDILA, Op. Cit., pp. 106.  
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II. TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL 
 
A. Evolución de la teoría del riesgo excepcional 
El riesgo excepcional es un régimen de responsabilidad que ha tenido un desarrollo 
jurisprudencial por parte del juez contencioso administrativo para declarar la 
responsabilidad de quien causó un perjuicio en desarrollo de actividades calificadas 
como peligrosas. No obstante, un estudio completo del mismo supone hacer 
mención de planteamientos de la Corte Suprema de Justicia en tratándose de este 
tipo de actividades, pues ha de recordarse que de forma antelada al Decreto -Ley 
568 de 1964 era la Corte Suprema de Justicia la que gozaba del conocimiento 
general de la responsabilidad estatal, razón por la que los cimientos de la 
responsabilidad del Estado se hallan allí y en las normas del código civil.  
Conforme a estos planteamientos, y atendiendo a un criterio cronológico, primero 
se abordará el tratamiento que se ha dado a las actividades peligrosas por parte de 
la Corte Suprema de Justicia; a continuación se hará mención de la jurisprudencia 
contenciosa administrativa sobre actividades de esta naturaleza, y finalmente, se 
planteará cuál debe ser el fundamento de la teoría del riesgo excepcional para 
determinar si es procedente acudir a tal régimen en aras de declarar la 
responsabilidad del Estado por actos terroristas.  
 
A.1. El periculum en la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia 
La Corte Suprema de Justicia adoptó la culpa como principio fundante y transversal 
de la responsabilidad del Estado, esto a partir de los artículos 2341 y 2347 de la 
codificación civil colombiana, para aquellos eventos en los que al Estado se le 
pudiera endilgar culpa directamente o en razón de la actuación desplegada por 
quienes actúan como sus representantes o funcionarios136.  
                                                             
136 HENAO PERÉZ, Juan Carlos, “Presentación general de la responsabilidad extracontractual del 
Estado en Colombia”, en Jornadas colombo- venezolanas de derecho público, Santa Fe de Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 1996. pp. 734. 
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Dicho modelo culpabilista de la responsabilidad conduce a que la declaratoria de 
responsabilidad, en virtud de regímenes objetivos de responsabilidad, sea en 
principio una especie extraña para aquella época, por cuanto tales solo eran 
aplicados por las causales legales comprendidas dentro de la competencia 
excepcional reconocida al Consejo de Estado en esta materia; v. gr. la Ley 38 de 
1918 en cuyo artículo 1º se preveía que: “De las expropiaciones, así como de los 
daños en propiedad ajena, por órdenes o providencias administrativas nacionales, 
fuera del caso previsto en el artículo 33 de la Constitución, será responsable la 
Nación cuando haya redundado en provecho suyo”.  
Sin embargo, no es posible concluir que para la época el único fundamento de la 
responsabilidad era la culpa; la Corte Suprema de Justicia trae la teoría del riesgo 
creado a partir de una interpretación bastante forzada del artículo 2356 C.C. sobre 
las actividades peligrosas o riesgosas, echando en falta –quizá- una disposición 
normativa similar al inciso primero del artículo 1834 del code civil enmarcado bajo 
el aforismo fait de choses que l'on a sous sa garde. 
En el ámbito del Derecho francés, según el profesor Sarmiento137, se suscitó la 
discusión en torno a la peligrosidad de las cosas que se hallaban comprendidas en 
el artículo 1384 del Code civil; debate en el cual fue ampliamente acogida la teoría 
de Ripert, quien limita el ámbito de aplicación del artículo en cuestión a aquellas 
cosas calificadas como peligrosas, es decir, cosas respecto de las cuales a su 
tenedor le resulta exigible su guarda efectiva. Los planteamientos de Ripert, tuvieron 
una sonada influencia en la interpretación que del artículo 2356 de la codificación 
civil colombiana se dio por parte de la Corte Suprema de Justicia:  
[…] al acogerla le introdujo una variante interesante, ya que no se refirió a las cosas 
peligrosas como tal, sino a las actividades peligrosas que generan la producción de 
daños, estableciendo que respecto de dichas actividades quienes las realizan deben 
asumir los riesgos que crean, obligándose a indemnizar los daños causados como 
                                                             
137 SARMIENTO GARCIA, Manuel Guillermo, “El daño en la responsabilidad Médica derivado del 
hecho de las cosas”,  ponencia en el marco de las Jornadas Franco-Latinoamericanas de la 
Association Henri Capitant, Bogotá, Colombia, 2009, publicado en: 
http://derechodelaresponsabilidad.blogspot.com/2009/08/manuel-guillermo-sarmiento-garcia-
sobre.html 
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consecuencia del ejercicio de dichas actividades, sin consideración alguna al 
elemento culpa, con lo cual la Corte de Casación Colombiana consagró por primera 
vez en el derecho colombiano la teoría del riesgo como fundamento de la 
responsabilidad civil138. 
Justamente, la Corte desarrolló los planteamientos del doctrinante francés al 
entender que el artículo 2356 C.C. consagraba una presunción de responsabilidad 
en contra de quien causare un perjuicio adelantando una actividad peligrosa: 
 Porque, a la verdad, no puede menos de hallarse en nuestro citado art. 2356 una 
presunción de responsabilidad. De donde se sigue que la carga de la prueba no es 
del damnificado sino del que causó el daño, con sólo poder éste imputarse a su 
malicia o negligencia.139 
No obstante, en providencias posteriores140 se encargó de lenificar su postura –
quizá por la presión de la visión punitiva del Derecho de daños que veía en la culpa 
al eje del sistema- afirmando que el artículo en cuestión consagraba en realidad una 
presunción de culpa desvirtuable con la prueba de una causa extraña.  
Resulta por demás llamativo el planteamiento en torno a la culpa presunta, pues un 
régimen que -como su nombre lo indica- gira en torno a la culpa y la diligencia 
empleada, solo admite la prueba de la causa extraña para lograr la exoneración de 
responsabilidad, como si de un régimen objetivo se tratase. Tal proposición 
desconoce que el régimen de la culpa presunta solo supone eso, una presunción, 
una inversión de la carga probatoria en favor del demandante; será el demandado 
quien deba acreditar la prueba de la diligencia y cuidado empleada para, de esta 
forma, eximirse de responsabilidad. 
                                                             
138  Ibídem.  
139 Sentencia CSJ Sala de Casación Civil, 14 de marzo de 1938 (G.J. T.XLVI, No.1934) citada en: 
HINESTROSA, F., "Devenir del derecho de daños", Revista de Derecho Privado, Universidad 
Externado de Colombia, n.° 32, enero-junio de 2017, 5-26. DOI: 
https://doi.org/10.18601/01234366.n32.01 
140 Sentencia CSJ Sala de Casación Civil, 11 de diciembre de 1942, Ponente: José Miguel Arango, 
G.J., T. liv, p.325, referenciada en: HENAO PERÉZ, Juan Carlos, “Presentación general de la 
responsabilidad extracontractual del Estado en Colombia”, en Jornadas colombo- venezolanas de 
derecho público, Santa Fe de Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 1996. pp. 740. 
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Pese a la revelada incoherencia conceptual por parte de la jurisprudencia civil, se 
constata que ya se había presentado un amplio desarrollo de la teoría del riesgo en 
el ámbito de las actividades riesgosas o peligrosas, encontrando un fundamento de 
la declaratoria de responsabilidad independiente de la culpa.  
 
A.2. Régimen de las actividades peligrosas en la jurisprudencia del Consejo de 
Estado 
El Consejo de Estado gozando de la competencia general y exclusiva que le 
atribuyo el Decreto- ley 568 de 1964 en materia de responsabilidad de entidades 
públicas, adopto un tratamiento dual para las actividades peligrosas, de esta 
manera, en algunos casos aplico la teoría del riesgo excepcional y, en otros eventos, 
acudió a la denominada falla presunta del servicio.   
 
A.2.1. Teoría del riesgo excepcional 
La teoría del riesgo excepcional en la jurisprudencia del Consejo de Estado 
encuentra sus orígenes en el año de 1984, concretamente, el fallo del 2 de febrero 
de tal año constituye su génesis. El supuesto de hecho de dicho fallo consistió en la 
muerte de unos novillos de propiedad del señor Enrique Mejía, tal fatídico suceso 
fue causado por la caída de un cable que conducía energía eléctrica en el potrero 
donde se hallaban los animales.  Para el alto tribunal se trataba de un evento de 
responsabilidad sin falta, ya que la administración había realizado mantenimiento 
de dichos cables; no obstante lo cual, estaba obligada a responder con fundamento 
en el riesgo excepcional, régimen residual que:  
Tiene ocurrencia cuando el Estado, en desarrollo de una obra de servicio público 
utiliza recursos o medios que colocan a los particulares o a sus bienes en situación 
de quedar expuestos a "un riesgo de naturaleza excepcional" (Laubadere) el cual 
dada su gravedad, excede las cargas que normalmente deben soportar los mismos 
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particulares como contrapartida de las ventajas que resultan de la existencia de ese 
servicio público141. 
En este fallo se puede establecer la frecuente justificación del riesgo excepcional en 
el principio de igualdad frente a las cargas públicas. Pese a esto, también se hace 
mención a la teoría del riesgo, particularmente al fait de choses que l'on a sous sa 
garde, en este sentido se afirmó que: “El cable que produjo el accidente, cayó a 
tierra sin que mediara acción u omisión de nadie. El accidente ocurrió por un 
hecho de las cosas, sin que se conozca aún la causa exacta que lo produjo”. 
[Negrillas fuera de texto] 
Un segundo fallo en este mismo sentido se produjo el 8 de marzo de 1984, sentencia 
en la que se condenó al Estado por la explosión de una cámara subterránea de 
conducción de energía eléctrica que causó perjuicios a dos transeúntes que 
circulaban por la zona céntrica de Medellín142. Aunque por parte del consejero 
ponente se reiteran los mismos planteamientos acerca del contenido de la teoría del 
riesgo excepcional, llaman la atención algunas imprecisiones contenidas en la 
aclaración de voto formulada a tal fallo, al afirmar que:  
Sí se probó que el accidente se produjo como consecuencia de la explotación 
subterránea de redes de energía —aquí el aspecto funcional constitutivo de la falla, 
el daño y la relación de causalidad, fácil demarcar el camino de la responsabilidad de 
las Empresas Públicas de Medellín, quien solamente, para exonerarse de ella, podía 
acreditar la intervención, participación de un elemento extraño —la fuerza mayor 
ocaso fortuito, un hecho de tercero o la culpa de la víctima—. Y ninguno de ellos se 
aprecia dentro del proceso143.  
Como primera observación, debe señalarse que la falla del servicio fue descartada 
porque se logró determinar que la explosión no había sido consecuencia de una 
conducta negligente de la administración, entonces no tiene asidero sostener – 
                                                             
141 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 2 de febrero de 1984, C.P. Eduardo Suescun 
Monroy, Exp. 2744. 
142 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 8 de marzo de 1984, C.P. Eduardo Suescun 
Monroy, Exp. 2846. 
143 Ibídem.  
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como lo hacen los consejeros que aclararon su voto- que la falla se debe al mero 
hecho de la explosión. En gracia de discusión, considero que la falla del servicio sí 
existe y  se debe a la inacción de la administración para contrarrestar el aceite que 
se encontraba en la zona derivado de la actividad comercial de un establecimiento 
comercial aledaño a la cámara de energía y que tal como consta en el expediente, 
agravó la magnitud de la explosión.  Por otra parte, de haber existido falla, la 
administración podría haberse exonerado probando la diligencia y cuidado 
empleada, es decir, la prueba de lo contrario a lo que se le endilga; de ahí que, no 
se explica la exigencia establecida en la aclaración de voto consistente en probar la 
causa extraña para exonerarse de responsabilidad.  
 
A.2.2. La falla presunta del servicio. 
La providencia fundacional de esta teoría data del año 1989, mediante la cual se 
estableció que se trataba de un régimen de carácter intermedio entre los regímenes 
objetivos y la falla del servicio144. Por tal razón, se produce una alteración de la 
carga probatoria en favor de la víctima, ya que esta solo deberá probar el perjuicio 
y la relación causal entre el hecho de la administración con el perjuicio padecido; en 
contrapartida, la administración tiene que acreditar su diligencia y cuidado para 
desvirtuar la presunción que pesa sobre su actuación145.  
De forma posterior, aunque en el mismo año, se explicó cómo operaba esta figura 
respecto de los perjuicios causados mediante el uso de armas de dotación oficia; 
consideró el Consejo de Estado que cuando se tratara de actividades de esta 
prosapia no había lugar a acudir a la teoría del riesgo, sino para casos en los que 
se usaba un arma de dotación oficial y se causaba un perjuicio por dicho uso,  se 
presumía la existencia de falla del servicio:  
                                                             
144 HENAO PERÉZ, Juan Carlos, “Presentación general de la responsabilidad extracontractual del 
Estado en Colombia”, en Jornadas colombo- venezolanas de derecho público, Santa Fe de Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 1996. pp. 734. 
145 Consejo de Estado, Sección tercera, Sentencia de febrero 20 de 1989, Exp: 4655. 
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Ello es apenas obvio, en la medida en que, como lo ha dicho la Sala "pesa sobre las 
Fuerzas Armadas una obligación de extrema prudencia y diligencia en relación con el 
porte y uso de armas" (sentencia de 27 de abril de 1989, precitada), debiendo por 
tanto, acreditar esa extrema prudencia y diligencia en las circunstancias que rodearon 
la causación del perjuicio, para dar por establecida la ausencia de falta de la 
administración146. 
Lo anterior conduce a que -equivocadamente- el riesgo pierda su lugar de privilegio 
en el ámbito de las actividades peligrosas ya que solo para la conducción de energía 
eléctrica sería aplicable el régimen del riesgo excepcional; en tanto para el uso de 
armas de dotación oficial, la conducción de vehículos automotores, prestación de 
servicios médicos, se acudió a la falla presunta del servicio.   
Finalmente, con la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991 la 
jurisprudencia contenciosa administrativa retomó las banderas del riesgo izadas por 
la Corte Suprema de Justicia al afirmar que la falla presunta  solo era aplicable para 
perjuicios causados en virtud de la prestación del servicio médico de salud, 
principalmente, bajo argumentos de tenor probatorio centrados en que a quien 
presta el servicio – por sus especiales conocimientos técnicos- le resulta más fácil 
acreditar que fue diligente y cuidadoso al desplegar su actividad. Por su parte, sobre 
las demás actividades peligrosas, al amparo de la noción de daño antijurídico 
previsto en la Constitución, recaerá una presunción de responsabilidad, esto es, su 
régimen será objetivo147.  
 
B. El periculum: núcleo de la teoría del riesgo excepcional 
El riesgo excepcional se adopta como fundamento del deber estatal de reparar 
cuando los particulares, o los bienes de estos, son sometidos a un riesgo 
excepcional como consecuencia de los procedimientos o herramientas empleadas 
para desarrollar una obra de servicio público, prescindiendo así de la existencia de 
                                                             
146 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de 31 de julio de 1989, Exp. 2852. 
147 Consejo de Estado, Sección tercera, Sentencia 24 de agosto de 1992, Exp. 6754. 
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una falla imputable a la administración; lo esencial es que el perjuicio sea una 
concreción del riesgo creado por la actividad estatal.148 
De su carácter objetivo, se deriva que la única forma para que el Estado no sea 
declarado responsable es que acredite la fuerza mayor, el hecho exclusivo de 
tercero o de la víctima, en cuanto causales constitutivas de causa extraña.  
No obstante la aparente claridad conceptual, el Consejo de Estado ha acudido a 
principios ajenos al Derecho civil que le permitan reafirmar su independencia en 
esta materia respecto a la jurisprudencia de la Corte Suprema de justicia, que 
legalmente  se remonta año 1964, adoptando al principio de igualdad frente a las 
cargas públicas- al igual que en el daño especial- como basamento a partir del cual 
se explica el régimen del riesgo excepcional, planteando que, además de ser un 
riesgo excepcional, dicho riesgo reviste una gravedad que debe ser de tal dimensión 
que: “(…) excede las cargas que normalmente deben soportar los mismos 
particulares como contrapartida  de las ventajas que resultan de la existencia de ese 
servicio público”149.  
Este aspecto reviste crucial importancia para determinar el fundamento del deber 
estatal de reparar con ocasión de actos terroristas, ya que no resulta conveniente 
explicar las teorías del daño especial y del riesgo excepcional a partir del principio 
ruptura de la igualdad frente a las cargas públicas; tal aspecto, ha sido fuente de 
confusiones en la labor del operador judicial cuando elige el régimen aplicable al 
caso sub examine.  
Como consecuencia lógica de esta indeterminación, resulta imperioso establecer 
cuál debe ser la explicación del riesgo excepcional como fundamento del deber de 
reparar para constituir linderos conceptuales infranqueables que faciliten la labor 
judicial. De esta manera, ineludible tarea es determinar la naturaleza de la actividad 
que debe realizar el ente estatal para que le sea aplicable uno u otro régimen.  
                                                             
148  Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 2 de febrero 1984, C.P. Eduardo Suescun 
Monroy Exp. No. 2744. 
149 Ibídem.   
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Con respecto al riesgo excepcional, ha de considerarse que debe tratarse de una 
actividad lícita de naturaleza riesgosa, esto es, que su realización suponga una 
eventualidad o peligro de perjuicio. Por su parte, en el daño especial solo se hallan 
enmarcadas actividades licitas que son realizadas por el Estado y cuya motivación 
es la satisfacción del interés de la generalidad.  
En esencia, se evidencia que, pese a que en ambas tienen por objeto actuaciones 
licitas, el núcleo esencial de las actividades que deben ser estudiadas bajo la óptica 
del riesgo excepcional es el riesgo, careciendo de importancia que estén dirigidas a 
la realización del interés general. En cambio, la conducta estatal que se enmarca 
en la teoría del daño especial no debe ser riesgosa ni peligrosa, solo debe tener, 
además de la licitud, el ingrediente subjetivo ya mencionado.  
Por lo expuesto, se constata lo inconveniente que ha resultado para el sistema del 
Derecho de daños que -como se vio con la falla presunta del servicio- se haya 
impuesto por parte del Consejo de Estado una distinción artificial entre actividad 
peligrosa y riesgo excepcional150; por lo que, el viraje del máximo tribunal 
contencioso administrativo, limitando la falla presunta a los perjuicios causados por 
la prestación del servicio de salud, ha sido conveniente. 
Lo antedicho no obsta para reseñar que se ha echado en falta la adopción de la 
teoría del riesgo como fundamento de la teoría el riesgo excepcional. En este 
sentido, el articulo 2356 C.C.  estableció una culpa presunta para las actividades 
peligrosas, desvirtuable con la prueba de la causa extraña. Tal simbiosis de régimen 
objetivo-subjetivo, se produjo por la inexistencia de una disposición análoga al 1384 
del code civil al interior de la codificación civil colombiana y a que el mismo artículo 
2356 C.C. expresamente consagra la malicia o negligencia. Ahora bien, en el 
sistema de la responsabilidad del Estado, en virtud de la independencia normativa 
invocada y consagrada legalmente desde 1964, la camisa de fuerza del 2356 C.C. 
                                                             
150 TAMAYO JARAMILLO, Javier, “La Responsabilidad del Estado. El riesgo excepcional y las 
actividades peligrosas. El daño antijurídico (Const. Pol., art. 90)”, Temis, Bogotá, Colombia, 2000, 
pp. 68. 
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no existe en razón a que el fundamento de la responsabilidad estatal se halla en el 
artículo 90 de la Constitución Política.  
Con base en el artículo 90 de la Carta, se puede adoptar el riesgo como elemento 
central de la teoría del riesgo excepcional pues tal disposición constitucional no se 
decanta por un régimen de responsabilidad basado en la idea de falla; por el 
contrario, consagró normativamente el abanico de regímenes de la jurisprudencia 
de antaño elaborada por la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado151. 
Es así como:  
[…] no parece haber distinciones esenciales entre la teoría del riesgo excepcional 
aplicada en el ámbito de la responsabilidad estatal y la del riesgo aplicada en el ámbito 
del derecho civil para fundar la responsabilidad de los particulares; en ambos casos 
se trata de la realización de actividades licitas que entrañan riesgos imprevisibles e 
irresistibles para su guardián, que por beneficiarse de su ejercicio, debe reparar el 
daño que se concreta cuando alguno de tales riesgos se da152. 
En este escenario, se concluye que la teoría del riesgo excepcional con base en el 
artículo 90 de la Carta se fundamenta en la teoría del riesgo; siendo esto así, cuando 
el Estado cause un daño en desarrollo de una actividad peligrosa surge una 
presunción de responsabilidad de la que el Estado solo podrá exonerarse con la 
prueba de la causa extraña, es decir, fuerza mayor, hecho exclusivo de la víctima o 
hecho de tercero.  
 
C. Teoría del riesgo conflicto 
La jurisprudencia administrativa colombiana ha acudido al riesgo excepcional como 
fundamento residual del deber de reparar; el principal fundamento ha sido la falla 
del servicio y, en ausencia de este,  la teoría del daño especial. Este fundamento 
múltiple -que pretende ser más favorable a las víctimas- se convierte en un arma de 
                                                             
151 Corte Constitucional, Sentencia C- 333 de 1996, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
152 M’CAUSLAND SANCHEZ, María Cecilia, “Responsabilidad objetiva del Estado: tendencias, 
deseos y realidades, en " LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO. ¿QUÉ? 
¿POR QUÉ? ¿HASTA DÓNDE? XVI JORNADAS INTERNACIONALES DE DERECHO 
ADMINISTRATIVO”, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, Colombia, 2015, pp. 188. 
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doble filo; dependiendo el sentido del fallo de la ideología del juez y no de criterios 
jurídicos claros sobre la materia. 
De tal manera que, según ha considerado la jurisprudencia contenciosa 
administrativa y un sector de la doctrina, el riesgo excepcional constituye el 
fundamento del deber estatal de reparar los daños causados por actos terroristas 
que no encuadren en la falla del servicio, prescindiendo de la teoría del daño 
especial153.  
Así las cosas, es menester dilucidar el concepto de actividad peligrosa, siendo útil 
la definición aportada por la Real Academia Española que la caracteriza como: 
“Riesgo o contingencia inminente de que suceda algún mal”154. A partir de la citada 
definición, podemos establecer que actividad peligrosa es aquella cuya realización 
conlleva inherentemente un peligro que se traduce en la potencialidad o 
contingencia de daño; contingencia que no se debe a alguna falla en la realización 
de la actividad sino a la naturaleza de los medios empleados o la actividad en si 
misma considerada. Cabe mencionar que la definición anterior solo es un parámetro 
general u orientador; al momento de valorar si una conducta encuadra dentro de las 
actividades calificadas como peligrosas juegan un papel determinante las 
circunstancias particulares del caso concreto.  
Para quienes pregonan esta teoría,  la instalación de un centro operativo de la fuerza 
pública se afilia dentro de la categoría de actividad peligrosa; siendo aplicable la 
teoría del riesgo excepcional a supuestos en los que el acto terrorista genera daños 
en personas o bienes que se encuentran en inmediaciones de centros operativos 
                                                             
153 Consejo de Estado, sección Tercera, sentencias: 28 de junio 2006, Exp. 16630; 4 de diciembre 
de 2006, C.P. Mauricio Fajardo Gómez, Exp. 15571; 5 de junio de 2008, C.P. Ruth Stella Correa, 
Exp. 17278. Así mismo, puede consultarse: M’CAUSLAND SANCHEZ, María Cecilia, 
“Responsabilidad del Estado por daños causados por actos violentos de terceros”, en: BERNAL 
PULIDO, Carlos y FABRA ZAMORA, Jorge, “La Filosofía De La Responsabilidad Civil. Estudios 
Sobre Los Fundamentos Filosófico-Jurídicos De La Responsabilidad Civil Extracontractual”, 
Universidad Externado de Colombia, Bogotá, Colombia, 2013, pp. 519. 
154 Real Academia Española, Peligro,  En Diccionario de la lengua española (23.a ed.), 2014, 
Recuperado de http://dle.rae.es/?id=SOF763p 
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de la fuerza pública o de agentes del Estado155.  No obstante el hecho de que el 
ente estatal despliega una actuación licita en cumplimiento de su mandato 
constitucional de proteger a la población mediante la presencia de fuerza pública; 
se  genera un riesgo para quienes habitan en lugares aledaños. Esto se ve reforzado 
por la existencia de un conflicto armado en Colombia; matiz que hace aplicable la 
normativa del Derecho Internacional Humanitario156, normatividad en la que 
destacan –para el supuesto bajo examen- los artículos 48 y 52 núm. 2 del Protocolo 
I adicional a los Convenios de Ginebra que establecen el deber que tienen las partes 
en conflicto de distinguir entre objetivos militares y la población civil; de ahí que la 
instalación de un objetivo militar en zonas en las que se halla población civil 
constituye una contingencia de daño para estos últimos157. 
 
D. El Estado: una institución de beneficio común 
 
Los partidarios de la teoría del riesgo conflicto ponen al Estado frente a una 
encrucijada: por un lado,  habrá lugar a responsabilidad estatal cuando para cumplir 
con sus deberes de protección a la vida, honra y bienes, el Estado establezca 
centros de operación o enfrente a grupos subversivos generando perjuicios a la 
comunidad en razón a la concreción del  riesgo al que fueron sometidos; por otra 
parte, si el Estado no adopta este tipo de medidas será igualmente responsable a 
título de falla del servicio; en últimas, el dilema estriba en a qué título va a responder 
el Estado. 
                                                             
155 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 23 de septiembre 1994, Exp. 8577; Consejo de  
Estado, Sección Tercera, Sentencia 28 de junio 2006, Exp. 16630. 
156 Consejo de Estado, Sección tercera, Subsección A, Sentencia 15 de marzo 2017, Exp. 49357; en 
el mismo sentido, Véase: M’CAUSLAND SANCHEZ, María Cecilia, “Responsabilidad del Estado por 
daños causados por actos violentos de terceros”, en BERNAL PULIDO, Carlos, y FABRA ZAMORA, 
Jorge, “La Filosofía De La Responsabilidad Civil. Estudios Sobre Los Fundamentos Filosófico-
Jurídicos De La Responsabilidad Civil Extracontractual”, Universidad Externado de Colombia, 
Bogotá, Colombia, 2013, pp. 572.   
157 El artículo 52 núm. 2 prevé que: “Los ataques se limitarán estrictamente a los objetivos militares. 
En lo que respecta a los bienes, los objetivos militares se limitan a aquellos objetos que por su 
naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contribuyan eficazmente a la acción militar o cuya 
destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca en las circunstancias del caso una ventaja 
militar definida.” 
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No obstante esta tendencia a que el Estado responda objetivamente no puede ser 
absoluta y extensiva a todos los posibles escenarios de responsabilidad; por el 
contrario, debe ser limitada. De esta manera, los criterios del riesgo permitido 
servirán para constatar que las actividades desplegadas por el Estado – por las 
cuales ha sido declarado responsable- son riesgos permitidos que encuentran su 
génesis en deberes de orden constitucional y legal; erigiendo al ente estatal en una 
institución de beneficio común cuya subsistencia depende de una limitación al deber 
general de compensar mediante la aplicación de un régimen subjetivo de 
responsabilidad158.  De acuerdo con esta premisa, en razón de la necesidad de 
protección estatal que tienen los habitantes del territorio, no puede someterse al 
Estado a un régimen objetivo cuando sus conductas obedecen a la existencia e 
indemnidad del ente estatal y de quienes lo conforman159, pues como expresa 
Papayannis:  
[…] la cuestión relevante es si esos daños se producen por el normal funcionamiento 
de la práctica. Cuando este es el caso, la responsabilidad objetiva destruye la práctica 
y los beneficios que son inherentes a ella. La responsabilidad por culpa, en cambio, 
no impide la subsistencia de la actividad160. 
De modo que la normalidad o anormalidad de una práctica conlleva tener en cuenta 
que la sociedad moderna ha sido catalogada como una sociedad del riesgo, 
denominación que obedece a una realidad insoslayable: la presencia de riesgos es 
inevitable para el desarrollo de la vida en comunidad. En este contexto, solamente 
                                                             
158 ROSENKRANTZ, Carlos, Tres concepciones de la justicia correctiva y de la responsabilidad 
extracontractual, en BERNAL PULIDO, Carlos y FABRA ZAMORA, Jorge, “La Filosofía De La 
Responsabilidad Civil. Estudios Sobre Los Fundamentos Filosófico-Jurídicos De La Responsabilidad 
Civil Extracontractual”, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, Colombia, 2013, pp. 368. 
159 TAMAYO JARAMILLO, Javier, “Subversivos: ¡tranquilos, con la plata de los pobres, están 
asegurados!”, Ámbito Jurídico, 2017. Disponible en: 
https://www.ambitojuridico.com/noticias/columnista-impreso/administracion-publica/subversivos-
tranquilos-con-la-plata-de-los 
160 PAPAYANNIS, Diego M., Sobre los límites de la responsabilidad objetiva, en ARAMBURO 
CALLE, Maximiliano (coord.), Responsabilidad civil, derecho de seguros y filosofía del Derecho. 
Estudios en homenaje a Javier Tamayo Jaramillo, Tomo I, Biblioteca Jurídica Diké; Pontificia 
Universidad Javeriana, 2011, pp. 86. 
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aquellos riesgos que trasciendan los linderos del riesgo tolerado por la sociedad161 
pueden ser censurables a partir de la teoría del riesgo excepcional, siendo 
imperativo determinar si instalar un centro de operación militar en una zona 
determinada encuadra dentro de la noción de riesgo permitido, elucubración 
orientada mediante consideraciones de tipo histórico-social como son: la utilidad 
social, la inevitabilidad del riesgo, la necesidad de la empresa peligrosa y la 
costumbre general162. 
 El factor de la utilidad social supone un ejercicio de ponderación entre la seguridad 
sacrificada y el beneficio obtenido por la realización de la actividad riesgosa. En el 
caso sub examine, tal beneficio es la presencia estatal para brindar seguridad a los 
habitantes del respectivo territorio –incluyendo a quienes habitan zonas contiguas 
a la instalación militar-; la seguridad sacrificada es la posibilidad de que 
eventualmente sean perpetrados actos terroristas.  
Por otra parte, con relación a los factores de inevitabilidad del riesgo y necesidad de 
la empresa peligrosa, se trata de criterios íntimamente relacionados que permiten 
establecer la existencia de ciertos peligros necesarios para la vida en sociedad, 
ejemplo de lo cual son los riesgos que se derivan de instalar centros operativos del 
Estado. En razón a la inevitabilidad y necesidad de tales riesgos, la única forma de 
que no tengan lugar es prohibiéndole al Estado desplegar actuaciones de esta 
clase, medida que conlleva dejar a los habitantes de estas zonas a designios de 
grupos terroristas, teniendo en cuenta que el conflicto armado colombiano presenta 
violencias de alta frecuencia y corta intensidad en el que las desapariciones 
forzadas, homicidios selectivos, secuestros y masacres fueron los tipos de 
atropellos predominantes163.  
                                                             
161 ARAMBURO CALLE, Maximiliano A., “Responsabilidad civil y riesgo en Colombia: apuntes para 
el desarrollo de la teoría del riesgo en el siglo XXI”, Revista Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, 
Vol. 38, No. 108, Medellín - Colombia. Enero-Junio de 2008, pp. 29. Disponible en: 
https://revistas.upb.edu.co/index.php/derecho/article/view/601/539 
162 LÓPEZ DÍAZ, Claudia, Introducción a la imputación objetiva, Universidad Externado de Colombia, 
Bogotá, Colombia, 1996,  pp.106-111. 
163 GMH. ¡BASTA YA! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Bogotá: Imprenta Nacional, 2013, 
pp. 42. Disponible en: 
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En cuanto al último criterio, este versa sobre la presencia de ciertos riesgos cuya 
existencia es socialmente tolerada. Con base en la realidad bélica colombiana, la 
instalación de centros militares es un riesgo que socialmente ha sido aceptado por 
la finalidad perseguida: hacer presencia estatal y salvaguardar a los habitantes del 
territorio colombiano.  
Conforme a lo antedicho, en tratándose de actos terroristas perpetrados por terceros 
el Estado no puede ser sometido a regímenes objetivos de responsabilidad; esto 
desconocería su carácter de institución de beneficio común derivada de los 
mandatos de seguridad y protección en favor de la colectividad. 
 
 
 
 
III. TEORÍA DEL DAÑO ESPECIAL 
 
A. Concepto  
Esta teoría fue aplicada por primera vez como fundamento de la responsabilidad del 
Estado en el caso del periódico El Siglo S.A. del año 1947, fallo en el que fue 
definida como una responsabilidad objetiva o sin falta porque el ente estatal actuaba 
dentro de sus facultades legales y en aras de satisfacer el interés general; pese a 
lo cual causaba un perjuicio anormal y especial a un particular. La anormalidad del 
perjuicio derivaba de su gravedad; en cambio, el carácter especial obedecía a la 
ruptura del principio de igualdad frente a las cargas públicas164.  
                                                             
http://www.centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2013/bastaYa/basta-ya-colombia-
memorias-de-guerra-y-dignidad-2016.pdf 
164 M’CAUSLAND SANCHEZ, María Cecilia, “Responsabilidad del Estado por daños causados por 
actos violentos de terceros”, en: BERNAL PULIDO, Carlos y FABRA ZAMORA, Jorge, “La Filosofía 
De La Responsabilidad Civil. Estudios Sobre Los Fundamentos Filosófico-Jurídicos De La 
Responsabilidad Civil Extracontractual”, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, Colombia, 
2013, pp. 523-525. 
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Por esta razón, el eje central de esta teoría se encuentra en el artículo 13 de la 
Constitución política. Tal disposición consagra el principio de igualdad, 
constituyendo una de sus dimensiones la igualdad de los ciudadanos frente a las 
cargas públicas165.  
B. El daño especial: fundamento de la responsabilidad estatal por actos 
terroristas 
En el particular caso de los actos violentos de terceros –que en la jurisprudencia del 
Consejo de Estado subsumen los actos terroristas- la teoría del daño especial ha 
tenido un gran desarrollo a partir de la inclusión de nuevos fundamentos que han 
ampliado sus efectos. Prueba de ello es que en el marco de un Estado social de 
Derecho el principio de solidaridad, previsto en la Constitución Política de 1991 y en 
la ley 104 de 1993, se erige como co-fundamento de esta teoría junto con el principio 
de igualdad frente a las cargas públicas. Concretamente, se ha afirmado que la 
carga que no debe ser soportada por el particular afectado es la defensa del Estado 
respecto de los grupos armados166. 
Así mismo, se ha reafirmado lo planteado desde 1991 por la jurisprudencia 
contencioso-administrativa167 sobre la subsidiaridad de este régimen; pese a lo cual, 
no se ha hecho para limitar sus alcances sino para acudir al daño especial como 
salvavidas en supuestos en que – a la luz  de la falla del servicio y del riesgo 
excepcional- el Estado no es considerado responsable168. 
                                                             
165 M’CAUSLAND SANCHEZ, María Cecilia, “Responsabilidad objetiva del Estado: tendencias, 
deseos y realidades, en " LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO. ¿QUÉ? 
¿POR QUÉ? ¿HASTA DÓNDE? XVI JORNADAS INTERNACIONALES DE DERECHO 
ADMINISTRATIVO”, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, Colombia, 2015, pp. 195. 
166 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 23 de septiembre de1994, C.P. Julio Cesar Uribe 
Acosta, Exp. 8577. 
167 Consejo de Estado, sección Tercera, Sentencia 5 de julio de 1991, C.P. Daniel Suarez Hernández, 
Exp.  6014. 
168 Consejo de Estado, sección Tercera, Sentencia 3 de mayo de 2007, C.P. Enrique Gil Botero, Exp. 
16696. 
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Una vez esbozada la forma cómo se ha aplicado el daño especial para fundar la 
responsabilidad estatal por actos violentos de terceros, paso seguido se  expondrá 
la postura del autor a partir del análisis de los principales lineamientos de esta teoría.  
 
C. Institución de beneficio común vs Juez Hércules 
Tal como se mencionó cuando se desarrolló la teoría del riesgo excepcional, la 
naturaleza de institución de beneficio común predicable del Estado supone la 
imperativa limitación de la tendencia objetivizadora de la responsabilidad estatal por 
actos terroristas perpetrados por terceros.  
Empero, ha sido la naturaleza de institución de beneficio común la que ha llevado a 
que el Estado deba responder con fundamento en la teoría del daño especial. En 
particular, el Consejo de Estado – ungido como si se tratase del juez Hércules 
Dworkiniano- se ha servido de la indeterminación estructural de los principios de 
igualdad y solidaridad para justificar cuestionables condenas al Estado. De esta 
manera –usando terminología Dworkiniana-  el Consejo de Estado no solo ha 
acudido a los derechos individuales de las partes para imponer el deber de reparar 
al Estado (argumentos de principio); por el contrario, ha fundado las condenas en 
objetivos colectivos (argumentos políticos)169.  
Lo antedicho lleva a reafirmar la necesidad de prescindir de los regímenes objetivos 
de responsabilidad frente a actos terroristas, partiendo de la que –para el autor- es 
la forma como han de ser aplicados los principios de solidaridad e igualdad en el 
marco del sistema de la responsabilidad extracontractual del Estado. Todo esto, 
para identificar cuál es la vía por la cual debe hacerse frente a los perjuicios 
padecidos por las víctimas de actos terroristas no imputables a falla del servicio 
estatal.  
 
                                                             
169 DWORKIN, Ronald, Los derechos en serio, Traducción de GUASTAVINO, Marta, Editorial Ariel, 
España, 2014, pp. 152-159. 
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C.1. La solidaridad como fundamento: ¿una figura exógena al sistema de la 
responsabilidad extracontractual del Estado? 
La palabra solidaridad guarda un estrecho vínculo con el Derecho; su génesis se 
halla en el Derecho romano, concretamente, en las obligaciones in solidum; 
constituyendo el termino solidaridad una variación esta. 
Tal conexión ha tenido amplios desarrollos en el Derecho privado y público; en el 
caso particular del ius publicum, la solidaridad ha sido concebida modernamente 
como un mecanismo que remedia la existencia de desigualdades sociales al interior 
de los Estados llegando a ser elevado a la categoría de principio orientador de las 
actuaciones estatales. Quizás, imbuidos por la fuerte raigambre social de este 
principio, los jueces – concretamente el Consejo de Estado- han acudido a él para 
hacer frente a los infortunios que en el plano social trae consigo el fenómeno 
terrorista.  
A consecuencia de esto, el principio de solidaridad ha permeado el instituto de la 
responsabilidad extracontractual del Estado; suscitando diversas consideraciones a 
favor y en contra de la unión entre solidaridad y responsabilidad. Por tal motivo, a 
continuación se formularán un conjunto de ideas filosófico-jurídicas que pueden 
enriquecer el debate, siendo en todo caso primordial responder en primer orden a 
la pregunta sobre qué es la solidaridad. 
C.1.1. El concepto de solidaridad  
La idea de solidaridad, en cuanto apoyo mutuo, se hallaba circunscrita a los vínculos 
afectivos presentes en grupos familiares o religiosos: la solidaridad era entendida 
como simple benevolencia o indulgencia entre quienes formaban parte de grupos 
de índole religiosa o afectiva170.   
De forma posterior, a finales del siglo XIX, se logra la sistematización del concepto 
de solidaridad; se ve en esta una herramienta de cooperación entre las gentes que 
- amén de la división del trabajo y de funciones en la sociedad- coexisten 
                                                             
170 ARANGO, Rodolfo, Solidaridad, democracia y derechos, Revista de Estudios Sociales, No. 46, 
Mayo de 2013, pp. 43-53. Disponible en: https://doi.org/10.7440/res46.2013.05 
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pacíficamente a través de un sistema de derechos y deberes que los vincula unos 
a otros permitiendo la vida en sociedad171.  
No obstante la  mencionada amplitud conceptual, en un contexto en el que los temas 
sociales empiezan a ser catalogados como asuntos de orden público, la solidaridad 
es consagrada en disposiciones normativas vinculándola con la idea de igualdad y 
justicia social. De esta manera, se reconoce la existencia de situaciones 
estructuralmente injustas en las que –pese a no poder ser endilgada su 
responsabilidad a personas concretas- se requiere que la colectividad adopte 
medidas en virtud de la responsabilidad común172.  
Tal dimensión normativa ha sido desarrollada en Colombia a nivel constitucional, 
aspecto sobre el cual la Corte Constitucional ha considerado que el deber de 
solidaridad en virtud de su íntimo vínculo con el principio de igualdad, conlleva la 
adopción de medidas en favor de personas que se hallan en situaciones de 
inferioridad o condiciones de debilidad manifiesta, ya sea a través de la destinación 
de recursos al gasto social o mediante acciones concretas para garantizar 
condiciones mínimas de vida digna173. Concretamente, es importante mencionar la 
solidaridad en favor de las víctimas de la violencia,  faceta de la solidaridad que 
halla su génesis y razón de ser en los principios de justicia distributiva y de equidad; 
consagrando un deber – predicable tanto del Estado como de los administrados- de 
desplegar acciones humanitarias para auxiliar a quienes han sido afectadas por este 
flagelo174.  
                                                             
171 HERRERA, Carlos Miguel, El concepto de solidaridad y sus problemas político-constitucionales. 
Una perspectiva iusfilosófica, Revista de Estudios Sociales, No. 46, Mayo de 2013, pp.  66. 
Disponible en: https://doi.org/10.7440/res46.2013.07 
172 ARANGO, Op. Cit., pp. 43-53. 
173 Corte Constitucional, Sentencia C-459 de 2004, M.P. Jaime Araújo Rentería; Corte Constitucional, 
Sentencia T- 516 de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.  
174 PIMIENTO E., Julián Andrés, Responsabilidad o solidaridad. El fundamento del deber de reparar 
en el ámbito de la responsabilidad extracontractual del Estado, Revista de Derecho Público, No. 36,  
Universidad de Los Andes, Colombia, enero-junio de 2016, pp. 9-10. Disponible en: 
https://derechopublico.uniandes.edu.co/components/com_revista/archivos/derechopub/pub575.pdf 
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En últimas, se tiene que la solidaridad ha sido restringida a la idea de compensar 
diferencias entre las personas que se encuentran en situaciones desventajosas y 
quienes no, viendo tales injusticias como deudas sociales175.  
C.1.2.  La pluralidad ontológica de la práctica de responsabilidad extracontractual 
del Estado 
Considerar que la solidaridad –en su concepción moderna- es una de las bases 
sobre las que se justifica que el Estado deba responder patrimonialmente por actos 
de terrorismo, lleva implícito una problemática sobre la ontología del sistema de 
responsabilidad extracontractual del Estado. Dicha afirmación introduce la 
solidaridad –idea asociada con la justicia distributiva- en un sistema que se 
fundamenta –filosóficamente- en el principio de justicia correctiva176; aspecto 
problemático ya que se trata de dos tipologías de justicia distintas.  En este punto, 
siguiendo a Aristóteles, la justicia correctiva consiste en el restablecimiento del 
equilibrio perdido en virtud de la ocurrencia de un injusto en el marco de relaciones 
entre particulares, siendo la justicia correctiva una herramienta para alcanzar un 
justo medio177. En contrapartida, la justicia distributiva se refería a la  distribución de 
bienes y cargas sociales entre los miembros de la comunidad a partir de un 
determinado criterio para distribuir; tales factores pueden ser –entre otros-  el mérito, 
las necesidades y la igualdad178. 
A fin de intentar dar solución a esta encrucijada, es menester establecer desde una 
perspectiva conceptual una descripción de la práctica del sistema de 
                                                             
175 HERRERA, Op. Cit., pp.  71.  
176 BERNAL PULIDO, Carlos y VIANA CLEVES, María José, La responsabilidad extracontractual del 
Estado por daños que le sean imputables con ocasión de los acuerdos de paz,     en OSPINA 
GARZÓN, Andrés y HENAO PÉREZ, Juan Carlos, "LA RESPONSABILIDAD 
EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO. ¿QUÉ? ¿POR QUÉ? ¿HASTA DÓNDE? XVI JORNADAS 
INTERNACIONALES DE DERECHO ADMINISTRATIVO”, Universidad Externado de Colombia, 
Bogotá, Colombia, 2015,  pp. 756. 
177 FABRA ZAMORA, Jorge, Estudio introductorio. Estado del arte de la filosofía de la 
responsabilidad civil extracontractual, en BERNAL PULIDO, Carlos y FABRA ZAMORA, Jorge (eds.), 
La filosofía de la responsabilidad civil. Estudios sobre los fundamentos filosófico-jurídicos de la 
responsabilidad civil extracontractual, Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2013, pp. 62. 
178KEREN -PAZ, Tsachi, Derecho de daños, igualdad y justicia distributiva, Marcial Pons ediciones 
jurídicas y sociales S.A., Madrid, 2016,  pp. 22. 
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responsabilidad extracontractual del Estado en Colombia, empresa para la cual 
resulta esclarecedora la mención del artículo 90 de la Constitución Política en el que 
se consagra la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños antijurídicos 
que le sean imputables, causados por las acciones u omisiones de las autoridades 
públicas. Tal disposición normativa, interpretada a la par de lo señalado por la Corte 
Constitucional,  permite pensar que no basta que el daño sea antijurídico sino que 
éste debe ser además imputable al Estado, es decir, debe existir un título que 
permita su atribución a una actuación u omisión de una autoridad pública179.  
En cuanto a este último punto, la cláusula general de responsabilidad realza el 
carácter bilateral del sistema de responsabilidad extracontractual del Estado; las 
partes de la interacción injusta son a su vez los extremos –víctima y causante del 
daño-  del respectivo reclamo indemnizatorio180. La dimensión bilateral de la 
responsabilidad extracontractual se presenta sobre una idea de correlatividad, lo 
que supone la existencia de derechos y deberes cuyo vinculo se concreta cuando 
se causa un daño a la víctima; en otros términos, se entiende que se causa un daño 
cuando se desconoce un deber por parte del agente dañador (Estado), deber que 
se origina en el derecho del que es titular la víctima del daño181.  Siendo esto así, el 
efecto inmediato de lo consagrado en la cláusula general de responsabilidad estatal 
es –en principio- descartar que se dé cabida a la justicia distributiva como uno de 
los pilares de la práctica de responsabilidad extracontractual, pues una 
particularidad de la justicia distributiva es que genera vínculos entre un sujeto y el 
colectivo en general, impidiendo que se puedan formular reclamos compensatorios 
ante alguien en particular, como podría ser el ente estatal que haya causado un 
daño antijurídico.  
                                                             
179 Corte Constitucional, Sentencia C-333 de 1996, M.P. Alejandro Martínez Caballero.  
180 PAPAYANNIS, Diego M., Teorías sustantivas de la responsabilidad extracontractual y la 
relevancia de la metodología. Isonomía,  México,  n. 37, p. 61-97,  oct.  2012.   Disponible en 
<http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1405-
02182012000200004&lng=es&nrm=iso>. 
181 FABRA ZAMORA, Jorge, Estudio introductorio. Estado del arte de la filosofía de la 
responsabilidad civil extracontractual, en BERNAL PULIDO, Carlos y FABRA ZAMORA, Jorge (eds.), 
La filosofía de la responsabilidad civil. Estudios sobre los fundamentos filosófico-jurídicos de la 
responsabilidad civil extracontractual, Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2013, pp. 80-81.  
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La descripción eminentemente correctiva del sistema de responsabilidad 
extracontractual, no da cuenta de los eventos propios de la teoría del riesgo 
excepcional en los que el Estado se ve obligado a responder por daños que, aun 
cuando no causó, se consideran como concreción de un riesgo creado por el 
Estado. De igual manera, tampoco cobija la existencia de remedios meramente 
preventivos, como son la acción de tutela y la protección preventiva de las acciones 
populares en tratándose de daños no consumados o que continúan desplegando 
sus efectos nocivos. Finalmente, en el mismo limbo quedan las medidas que se 
adoptan en contextos de incertidumbre para hacer frente a la sospecha de un riesgo 
de daño grave e irreversible. 
Lo anterior, evidencia la necesidad de reconocer que el Derecho de la 
responsabilidad extracontractual del Estado es de carácter complejo, razón por la 
que un solo principio no puede dar cuenta de toda la amalgama de condiciones 
necesarias y suficientes que forman parte de su identidad. Una vez admitida esta 
realidad, es posible incorporar otros principios que diluciden el concepto y 
naturaleza de esta práctica.  
De esta manera, los casos en que el ente estatal se ve obligado a responder por 
daños considerados como concreción de un riesgo que él creó, encuentran 
explicación a partir del principio de la justicia distributiva amén a que uno de los 
objetos distribuidos lo constituyen los riesgos. Tomando en consideración el 
carácter de sociedad del riesgo que se ha empleado para identificar la inevitabilidad 
y necesidad de emprender actividades de esta naturaleza en las colectividades 
modernas, la única vía  para hacerles frente a los riesgos es asignarlos  entre los 
actores de la práctica. En este sentido, la distribución de riesgos permitirá establecer 
cuándo opera el deber de compensar y cuándo no, esto es, si el Estado asume los 
costos de los perjuicios irrogados o es la victima quien debe soportarlos. 
En segundo orden, la dimensión distributiva sirve a su vez para explicar los 
fenómenos de la prevención y la precaución, explicación que solo es posible 
tomando como punto de partida una de las bases del Derecho planteadas por 
Ulpiano: alterum non laedere. Este deber de no dañar–siguiendo a Papayannis- es 
83 
 
asignado entre los agentes de la práctica de la responsabilidad extracontractual 
permitiendo contemplarla en todas sus dimensiones, es decir, preventiva y 
reparatoria182. Es así como desde la óptica preventiva y cautelar, el deber de no 
dañar –incorporado en el artículo 90 C.P.- establece una regla de conducta para el 
Estado; siendo esto así, emanan unos estándares de prevención y precaución que 
estabilizan la legitima expectativa que tienen los demás actores de la práctica en no 
ser víctimas de daños183.  
Por su parte, una vez desconocido el alterum non laedere, surgirán deberes de 
reparación o de restablecimiento según si el daño es consumado o es continuado 
respectivamente; deberes que – en virtud del principio de justicia correctiva- surgirán 
en cabeza de los causantes del daño184.  
Lo expresado permite constatar que el principio de justicia correctiva –aun cuando 
es necesario- es insuficiente para dar cuenta de las particularidades de la práctica 
del derecho de la responsabilidad extracontractual del Estado en Colombia, razón 
por la que es menester acudir a otros principios que informen acerca de la esencia 
de esta práctica, concretamente al principio de justicia distributiva.  
 
C.2. El principio de igualdad frente a las cargas publicas 
La dimensión distributiva del sistema de derecho de daños imputables al Estado, se 
ve reafirmada al recordar que la teoría del daño especial tiene como eje central el 
principio de igualdad frente a las cargas públicas. Inclusive, tal principio no limita su 
campo de acción al daño especial, pues se trata de un mandato transversal del 
instituto de la responsabilidad extracontractual del Estado que - en cuanto programa 
                                                             
182 PAPAYANNIS, Diego M., La práctica del alterum non laedere. Isonomía, No. 41, 2014, pp. 38. 
Disponible en: http://www.scielo.org.mx/pdf/is/n41/n41a3.pdf 
183 Sobre la función del Derecho como estabilización contrafáctica de expectativas, puede 
consultarse: LUHMANN, Niklas, La paradoja de los derechos humanos: Tres escritos sobre política, 
derecho y derechos humanos; Traducción de PASTOR MUÑOZ, Nuria, Bogotá, Universidad 
Externado de Colombia, 2013, pp. 20-21 
184 RESTREPO RODRÍGUEZ, Tomas, "El remedio preventivo en la responsabilidad civil", Revista de 
Derecho Privado n.° 14, Universidad Externado de Colombia, enero-junio de 2008, Pp. 231. 
Disponible en: https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derpri/article/view/556/526 
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igualitario- tiene a la igualdad como criterio de distribución de cargas, deberes y 
derechos entre los ciudadanos.  
Lo dicho pone de relieve que la discusión en torno al contenido del principio de 
igualdad, tiene que ver con el problema de una concepción de la justica que sea 
armónica con el modelo de Estado social y democrático de Derecho. En este 
sentido, la igualdad, como factor de distribución, fue una idea ampliamente 
desarrollada por John Rawls en su teoría sobre la justicia. Para el escritor 
estadounidense, las ideas de igualdad, equidad y libertad se encuentran 
estrechamente vinculadas; las reglas que regulan una determinada práctica son 
equitativas en tanto las personas sean libres y se encuentren en pie de igualdad, de 
ahí que en una situación inicial de igualdad las gentes establecen un pacto entre 
egoístas racionales para adoptar unos principios orientadores de la distribución de 
beneficios y cargas entre ellos. El primer principio prevé que todos tienen iguales 
derechos y libertades; en cambio, el segundo principio –conocido como principio de 
diferencia- permite la presencia de desigualdades sociales y económicas, siempre 
y cuando estas sirvan para mejorar la situación de los menos favorecidos185.  
De este modo, el principio de igualdad, al tenor de lo dispuesto en el artículo 13 
C.P., tiene una notoria influencia rawlsiana; motivo por el cual ha de ser entendido 
como el deber de distribuir de forma equitativa cargas y beneficios sociales entre 
las personas186. En particular, el inciso primero de la citada norma constitucional 
pareciera ser una consagración del primer principio desarrollado por Rawls; pues 
ordena que todas las personas deben recibir un mismo trato ante las autoridades y 
la ley en razón a que disfrutan de iguales derechos y libertades que sus 
conciudadanos. A la par de lo anterior, los incisos segundo y tercero desarrollan el 
principio de diferencia; estableciendo el mandato de adoptar medidas encaminadas 
                                                             
185 RAWLS, John, Justicia como equidad: Materiales para una teoría de la justicia; Traducción de 
RODILLA, M.A., Tecnos, 2013, pp. 78-87. También puede consultarse: SANDEL, Michael J., Justicia: 
¿Hacemos lo que debemos?; Traducción de CAMPOS GÓMEZ, Juan Pedro, Random House 
Mondadori, 2011,  pp. 173-175. 
186 BERNAL PULIDO, Carlos, El Derecho de los derechos: Escritos sobre la aplicación de los 
derechos fundamentales, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2008, pp. 257. 
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a garantizar la efectividad del principio de igualdad, especialmente, respecto de 
grupos discriminados o que se encuentren en situaciones de debilidad manifiesta187.  
No obstante que puede rastrearse el influjo de Rawls en el artículo 13 C.P., esta 
disposición padece de una indeterminación normativa que nubla su papel en 
escenarios concretos como el de la responsabilidad estatal por actos terroristas; 
pudiendo serle atribuidos diversos significados normativos dado que no indicó 
exhaustivamente cuáles debían ser sus alcances188. Tal abstracción puede ser 
superada mediante un ejercicio interpretativo de concreción en términos deónticos 
del principio de igualdad al caso sub examine189; esto, a partir de un juicio integrado 
de igualdad190.  
En el marco del juicio integrado de igualdad, en primer lugar se debe establecer si 
la actuación estatal de instalar un centro de operaciones militares en una 
determinada zona, supone una injerencia en el mandato de prohibición de 
discriminación previsto en el inciso primero del artículo 13 constitucional. De esta 
manera, se presenta un trato diferenciado entre los habitantes del territorio: pese a 
que se les está garantizando la protección a su vida y bienes, solo a quienes se 
hallan en lugares contiguos al centro militar se les impuso una carga desigual 
respecto de la que asumen los demás ciudadanos en virtud de las acciones de la 
                                                             
187 ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades 
sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, 
opinión política o filosófica. 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en 
favor de grupos discriminados o marginados. 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o 
mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos 
que contra ellas se cometan. 
188 BERNAL PULIDO, Carlos, El principio de proporcionalidad y los derechos fundamentales: El 
principio de proporcionalidad como criterio para determinar el contenido de los derechos 
fundamentales vinculante para el legislador, 4ª ed., Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 
2014, pp. 126.  
189 Ibídem, pp. 142-143. 
190  BERNAL PULIDO, Carlos, El Derecho de los derechos: Escritos sobre la aplicación de los 
derechos fundamentales, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2008, pp. 274-279. 
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fuerza pública contra la delincuencia191. Una vez determinado esto, corresponde 
precisar la agudeza del escrutinio de igualdad que se va a emplear, es decir, si el 
escrutinio debe ser estricto, débil o intermedio;  fin para el cual es fundamental 
establecer si el criterio de trato diferenciado es uno de los que taxativamente la 
Constitución Política prevé como potencialmente discriminatorio192. Sobre este 
aspecto, considero que el escrutinio debe ser débil, decisión que se justifica a la luz 
de los artículos 217 y 218 C.P., en los que se preceptúa que a las fuerzas militares 
corresponde  la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio 
nacional y del orden constitucional; en tanto, son funciones de la Policía Nacional el 
mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos, 
libertades públicas y  el deber de asegurar que los habitantes de Colombia convivan 
en paz. Lo dicho, aunado a la existencia de un conflicto armado interno en el que - 
conforme a mandatos internacionales-  el Estado colombiano debe adoptar medidas 
positivas para salvaguardar la vida de los individuos bajo su jurisdicción193;  
evidencia que el criterio diferenciador no obedece a raza, sexo, religión, ni a 
cualquier otro factor discriminatorio sino a razones estratégicas de presencia estatal 
para combatir a los grupos insurgentes.   
El último elemento del juicio integrado de igualdad es el principio de 
proporcionalidad, compuesto por los subprincipios de idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto. Con respecto al primer subprincipio, el cual se 
focaliza en la legitimidad del objetivo perseguido y en la idoneidad de la medida 
adoptada, es claro que proteger a las personas en su vida y velar por la integridad 
del territorio nacional son fines legítimos conforme a los postulados constitucionales. 
De igual manera, a efectos de determinar la idoneidad de la medida estatal en 
cuestión, conviene tener en cuenta que el conflicto armado colombiano se encuadra 
                                                             
191 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 30 de junio 2008, C.P. Enrique Gil Botero, Exp. 
No. 17206.  
192  BERNAL PULIDO, Op. Cit., pp. 275.  
193 ONU, Consejo de Derechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre la promoción y la 
protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, 
Ben Emmerson: Principios marco para asegurar los derechos humanos de las víctimas del 
terrorismo, 4 de junio de 2012, A/HRC/20/14, pp. 6-12. Disponible en: 
https://undocs.org/es/A/HRC/20/14  
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dentro de una violencia de alta frecuencia y baja intensidad194; particularidad del 
conflicto colombiano que es crucial para defender la idoneidad de la medida y la 
necesidad de la misma, pues no existe un mecanismo igualmente idóneo y menos 
invasivo del principio de igualdad frente a las cargas públicas. En última instancia, 
en lo atinente al subprincipio de proporcionalidad en sentido estricto, este se cumple 
cabalmente pues el grado de realización del fin legitimo perseguido no solo es 
equivalente sino superior al grado de afectación del principio de igualdad, habida 
cuenta que todas las personas del territorio –incluyendo a los de zonas contiguas al 
establecimiento militar- son protegidas en su vida y bienes. La afirmación 
precedente puede constatarse a través del modelo de “seguridad democrática” 
adoptado por Álvaro Uribe Vélez, plan que enfocó una alta presencia militar en los 
principales centros económicos del país para garantizar la vida de las personas y la 
integridad del territorio. Como consecuencia, hubo una reducción de los sabotajes 
contra la infraestructura nacional, los secuestros, los ataques a propiedades y el 
restablecimiento de la movilidad vial. Empero, en aquellos territorios donde se 
replegó la guerrilla de las FARC-E.P.,  los habitantes padecieron el apartheid 
institucional 195 y hubo un recrudecimiento de los repertorios de violencia de ese 
grupo armado196.  
En conclusión, teniendo en cuenta que un trato diferenciado es armónico con la 
Constitución si tiene un propósito constitucionalmente legítimo y es proporcional, 
con fundamento en la igualdad frente a las cargas públicas no puede serle endilgada 
responsabilidad al Estado por actos terroristas que hayan perpetrado terceros 
contra objetivos militares y que afectaron a la población civil.  
                                                             
194 GMH. ¡BASTA YA! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Bogotá: Imprenta Nacional, 2013, 
pp. 42.  Disponible en: 
http://www.centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2013/bastaYa/basta-ya-colombia-
memorias-de-guerra-y-dignidad-2016.pdf 
195 Expresión que se corresponde con  la idea de abandono institucional por parte del Estado. En 
este sentido, véase: GARCÍA VILLEGAS, Mauricio, ESPINOSA R., José Rafael, El derecho al 
Estado. Los efectos legales del apartheid institucional en Colombia. Bogotá: Centro de Estudios de 
Derecho, Justicia y Sociedad, Dejusticia, 2013. 
196GMH. Op. Cit., pp. 180.   
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C.3. La usurpación de funciones legislativas: el activismo judicial del Consejo de 
Estado 
El problema central de la responsabilidad estatal por actos terroristas radica en que, 
salvo los eventos constitutivos de falla del servicio, la víctima no puede obtener la 
reparación del verdadero responsable: el actor terrorista. Tal situación de 
desprotección de las víctimas, ha llevado a que el Consejo de Estado, valiéndose 
de la indeterminación estructural de los principios de igualdad y solidaridad, disfrace 
su ideología de justicia social bajo el ropaje de elucubraciones jurídicas197.  
No obstante, como se ha expresado en párrafos precedentes, los actos terroristas 
perpetrados por terceros no pueden comprometer la responsabilidad del Estado con 
base en el principio de solidaridad y la ruptura de la igualdad frente a las cargas 
públicas. De esta manera, siguiendo a Ronald Dworkin, el juez Hércules debe 
organizar un entramado de principios y directrices políticas que expliquen el carácter 
de la respectiva práctica, encargo del cual surgiría una teoría armónica con los 
derechos institucionales que constituyen la regulación de la práctica sub examine198; 
tal premisa es desatendida al ignorar el carácter relacional del Derecho de daños –
causalidad fáctica e imputación- y al obviar que los deberes estatales de auxiliar no 
tienen cabida en el conjunto de derechos institucionales de la responsabilidad 
extracontractual, por ser incompatibles con la dimensión correctiva del sistema.  
Por este motivo, surge el cuestionamiento en torno a cuál debe ser el estadio en el 
que se cumplan tales deberes. Sobre este aspecto, la Resolución 60/147 de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas (Principios y directrices básicos sobre el 
derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales 
de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario) consagra que el Estado debe adoptar programas de asistencia a las 
                                                             
197 BERNAL PULIDO, CARLOS, Derechos fundamentales, juristocracia constitucional e 
hiperpresidencialismo en América Latina, en: BERNAL PULIDO, Carlos, Derechos, cambio 
constitucional y teoría jurídica: Escritos de Derecho constitucional y Teoría del Derecho, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2018, pp. 49-53. 
198DWORKIN, Ronald, Los derechos en serio, Traducción de GUASTAVINO, Marta, Editorial Ariel, 
España, 2014,   pp. 171-179.  
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víctimas para casos en los que el responsable de los daños sufridos no pueda o no 
quiera cumplir sus obligaciones; v. gr, los actores terroristas199.  
De manera armónica con este mandato, los fondos de asistencia en materia de 
terrorismo han sido la vía mediante la cual se ventilan este tipo de situaciones; pese 
a no verse comprometida la responsabilidad del Estado,  por razones de solidaridad 
se  asiste a las víctimas en los perjuicios sufridos. Un modelo paradigmático en esta 
materia es el caso francés, país en el cual por medio de la ley 86-1020 de 1986 se 
creó el denominado Fonds de garantie contre les actes de terrorisme –que a partir 
de 1990 cobija a las víctimas de otros delitos diferentes al terrorismo-, el cual es 
administrado a través de un órgano central compuesto por la judicatura francesa, 
representantes de las víctimas, los ministerios gubernamentales competentes y el 
sector de los seguros. A través de este fondo de compensación social, financiado 
por medio de recursos provenientes de la imposición de deducciones a contratos de 
seguros de cosas y de los ingresos procedentes de sanciones judiciales de carácter 
patrimonial contra las personas declaradas culpables de actos terroristas, el Estado 
francés cubre los perjuicios derivados de lesiones personales que han padecido las 
víctimas –sin importar su nacionalidad- de actos terroristas cometidos en Francia y, 
de igual manera, las víctimas de nacionalidad francesa de actos terroristas 
perpetrados fuera de Francia200.  
Por su parte, Colombia también ha adoptado medidas de apoyo en favor de quienes 
han sufrido perjuicios como consecuencia de actos terroristas perpetrados con 
ocasión del conflicto armado; evidencia de lo cual son el Decreto 444 de 1993201, la  
                                                             
199 ONU, Asamblea General, Resolución 60/147   Principios y directrices básicos sobre el derecho 
de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de 
violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener 
reparaciones, 16 de diciembre de 2005. Disponible en: 
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/remedyandreparation.aspx 
200 ONU, Oficina de las Naciones Unidas contra la droga y el delito, “Buenas prácticas de apoyo a 
las víctimas del terrorismo en el marco de la justicia penal”, Nueva York, 2015, pp. 51.  Disponible 
en:  
https://www.unodc.org/documents/terrorism/Publications/Good%20practices%20on%20victims/goo
d_practices_victims_S.pdf 
201 ARTICULO 2o. En desarrollo del principio de solidaridad social, las víctimas de atentados 
terroristas recibirán asistencia humanitaria, entendiendo por tal la ayuda indispensable para atender 
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Ley 418 de 1997202 y la ley 1448 de 2011. En particular, la última ley mencionada, 
creo la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, ente que se 
encarga de administrar el Fondo para la Reparación de las Víctimas, compuesto por 
recursos provenientes de todos los bienes o recursos que a cualquier título 
entreguen las personas o grupos armados organizados al margen de la ley, recursos 
provenientes del presupuesto nacional, multas y/o condenas económicas impuestas 
a favor del Fondo y donaciones nacionales o extranjeras en dinero o en especie203. 
Lo antedicho, conlleva a su vez una discusión en torno a la legitimidad del Consejo 
de Estado para establecer que el instituto de la responsabilidad del Estado es la vía 
mediante la cual se auxilie a las víctimas del terrorismo. En tal sentido, el Consejo 
de Estado solo puede defender la legitimidad de su decisión a partir de argumentos 
de tenor sustancial; es decir, el mayor conocimiento de los jueces, el proceso de 
producción jurídica de la decisión y el mérito de la misma, lo cual revela una precaria 
legitimidad, pues las decisiones judiciales se centran sobre lo que Dworkin 
denomino conceptos controvertidos. En contrapartida, las razones democráticas 
permiten construir una legitimación más fuerte en torno a la decisión del Congreso 
de la Republica de auxiliar a las víctimas del terrorismo mediante los fondos de 
compensación204. 
                                                             
requerimientos urgentes y necesarios para satisfacer los derechos constitucionales de dichas 
personas que hayan sido menoscabados por la acción terrorista. Dicha asistencia será prestada por 
el Fondo de Solidaridad y Emergencia Social, en desarrollo de su objeto constitucional, y por las 
demás entidades públicas dentro del marco de su competencia legal. 
202 ARTICULO 16. En desarrollo del principio de solidaridad social, y dado el daño especial sufrido 
por las víctimas, éstas recibirán asistencia humanitaria, entendiendo por tal la ayuda indispensable 
para sufragar los requerimientos necesarios a fin de satisfacer los derechos constitucionales de 
quienes hayan sido menoscabados por actos que se susciten en el marco del conflicto armado 
interno. Dicha asistencia será prestada por la Red de Solidaridad Social, en desarrollo de su objeto 
constitucional, y por las demás entidades públicas dentro del marco de sus competencias, siempre 
que la solicitud se eleve dentro del año siguiente a la ocurrencia del hecho. 
203 Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, “Fondo para la reparación a las 
víctimas”, (S.F.), Disponible en: https://www.unidadvictimas.gov.co/es/atencion-asistencia-y-
reparacion-integral/fondo-para-la-reparacion-las-victimas/80 
204 WALDRON, Jeremy, “Control de constitucionalidad y legitimidad política”, en Dikaion, 27, 1, 2018, 
pp. 7-28. DOI: 10.5294/dika.2018.27.1.1. Disponible en: 
http://dikaion.unisabana.edu.co/index.php/dikaion/article/view/9023/4777 
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En conclusión, el Consejo de Estado despojado cada vez mas de categorías 
formalistas, ha desarrollado posturas sustantivas que lo han hecho invadir el ámbito 
de la política205; con lo cual ha puesto en riesgo las finanzas públicas y ha 
suplantado el rol que cumple la rama legislativa dentro de un Estado democrático 
como institución que se encarga de elegir las estrategias políticas para cumplir con 
los principios de solidaridad e igualdad, prueba de lo cual ha sido el Fondo para la 
Reparación de las Víctimas.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                             
205 En palabras de Jeremy Waldron: “Los juristas colombianos se enorgullecen del hecho de que su 
aproximación a la interpretación constitucional es “sustantiva” en lugar de formalista. Nadie quiere 
ser visto como un formalista en estos tiempos. Pero debe reconocerse que en la medida en que una 
corte se aparte cada vez más de una interpretación formalista, sus decisiones se involucrarán, cada 
vez más, en el dominio de la política, que no es otra cosa sino la discusión sustantiva de cuestiones 
controvertidas de interés general”. Véase: WALDRON, Jeremy, “Control de constitucionalidad y 
legitimidad política”, en Dikaion, 27, 1, 2018, pp. 7-28. DOI: 10.5294/dika.2018.27.1.1. Disponible en: 
http://dikaion.unisabana.edu.co/index.php/dikaion/article/view/9023/4777 
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CONCLUSIONES 
 
Para concluir, se puede hacer un breve recuento de los argumentos que hemos 
tenido la oportunidad de plantear a lo largo de este escrito partiendo de los 
elementos centrales que conforman la práctica de la responsabilidad 
extracontractual del Estado para, paso seguido, delimitar cuándo es procedente la 
declaratoria de responsabilidad estatal por actos terroristas. 
En este orden de ideas, la responsabilidad extracontractual del Estado no puede 
ser explicada desde una óptica eminentemente correctiva, esto en razón a que dicha 
práctica tiene una naturaleza dual. El primer elemento constitutivo es el principio de 
justicia correctiva, en virtud de tal principio la responsabilidad del Estado tiene una 
dimensión relacional; esto es, el Estado solo responderá por los daños que le sean 
imputables causados por la acción u omisión de sus autoridades, lo que implica 
efectuar un análisis de índole causal y normativo para determinar quién debe 
reparar a la víctima del daño. Por otra parte, el principio de justicia distributiva 
coadyuva a la explicación de la práctica, ya que permite dar cuenta de tres 
fenómenos en los que el principio de justicia correctiva es insuficiente, estos son: (i) 
La existencia de remedios preventivos, como la acción de tutela y la acción popular, 
para hacer frente a situaciones de daños no consumados o que continúan 
desplegando sus efectos nocivos; (ii) las medidas originadas en el deber de 
precaución, adoptadas en contextos de incertidumbre para hacer frente a la 
sospecha de un riesgo de daño grave e irreversible; y (iii)  los eventos en que el 
Estado se ve obligado a responder por daños que él no causo, pero que se 
consideran como una concreción de un riesgo creado por el ente estatal.  
No obstante estas propiedades de la práctica de responsabilidad extracontractual 
del Estado, el máximo tribunal de lo contencioso administrativo ha intentado 
justificar condenas al Estado por actos terroristas prescindiendo de consideraciones 
causalistas e incluyendo deberes de auxilio en favor de las víctimas de este flagelo. 
La causalidad ha sido desconocida con la adopción de los criterios de imputación 
objetiva en el ámbito de la causalidad de hecho; privilegiando un análisis 
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exclusivamente normativo que no cumple con el cometido propio de la causalidad 
fáctica, esto es, la identificación del conjunto de causas necesarias para la 
producción del resultado dañoso, correspondiendo la selección de causas 
jurídicamente relevantes –o imputación- a un estadio subsiguiente. Aunado a esta 
exclusión,  ha buscado objetivizar la responsabilidad estatal por este tipo de actos, 
fin para el cual acudió a la teoría del riesgo conflicto y al daño especial como 
fundamentos del deber de reparar; siendo esta última teoría la que ha permitido que 
la responsabilidad extracontractual del Estado, habida cuenta de la capacidad 
económica del Estado y la falta de recursos de la víctima, se deforme en una vía 
para auxiliar a las víctimas del terrorismo que pone en riesgo la sostenibilidad 
financiera del sistema.  
En contrapartida, las consideraciones defendidas en este texto parten de que el ente 
estatal se erige en una institución de beneficio común que brinda seguridad y 
protección a los administrados, sus bienes y a la integridad del territorio nacional; 
característica que toma aun mayor relevancia en virtud de la realidad bélica 
colombiana. Por esta razón, en tratándose de actos terroristas perpetrados por 
terceros, solamente puede aplicarse un régimen subjetivo de responsabilidad; lo 
contrario iría en contravía de los beneficios derivados de la seguridad y protección 
brindada por el Estado.  
De esta manera, existen dos escenarios que encuadran dentro de la 
responsabilidad del Estado por actos terroristas. En primer orden, están los casos 
en que el ataque terrorista no tiene un objetivo estatal concreto, sino que se dirige 
indiscriminadamente contra la comunidad; con respecto a estos, la declaratoria de 
responsabilidad estatal se ve truncada por la existencia de un hecho de tercero ya 
que la administración no participó de ninguna manera en la producción del daño, 
siendo imprevisible e irresistible el actuar terrorista; una consecuencia opuesta 
tendría lugar, cuando el Estado haya contado con información o del contexto pueda 
colegirse que el ente estatal debió evitar el acto terrorista, estas particularidades 
conducirían a la responsabilidad estatal por falla del servicio. Por su parte, el 
segundo supuesto factico es aquel en el que las personas o bienes afectados como 
consecuencia del actuar terrorista se encontraban en inmediaciones de centros 
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operativos de agentes o personajes representativos del Estado que sean 
considerados como objetivos militares, en este caso -habida cuenta de la necesidad 
de la empresa peligrosa- solo será declarada la responsabilidad estatal cuando el 
Estado tenía conocimiento previo –o debía conocer- sobre la perpetración del acto 
terrorista sin que, atendiendo a las facultades estatales y a los recursos disponibles, 
se hayan adoptado las medidas de seguridad y protección o que las medidas 
ejecutadas no hayan sido idóneas para evitar el atentado terrorista.  
En honor a lo antedicho, con respecto a los eventos en que no pueda serle endilgada 
responsabilidad al Estado, por cuanto los daños le son imputables al grupo 
terrorista, el Fondo para la Reparación de las Victimas es la vía mediante la que se 
compensaran perjuicios, pues legislativamente dicho fondo fue establecido para la 
reparación integral de las víctimas del conflicto armado.  
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